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1. Introducción 

Hemos mencionado en la primera página de este informe la traducción al 

catalán de la frase: “To deny people their human rights is to challenge their very 

humanity”. La frase es un extracto del discurso de Mandela en una reunión 

conjunta del Congreso en Washington el 26 de junio de 1990, y referenciada al 

día siguiente por el diario The New York Times. Juntos debemos luchar contra 

aquellos discursos y acciones que conlleven la deshumanización. Esta 

investigación en el ámbito de la justicia juvenil pretende hacer camino en este 

sentido. 

Es corresponsabilidad de todos y todas como ciudadanos integrantes de una 

comunidad y de los diferentes agentes sociales. Especialmente también para 

desarrollar herramientas para hacer frente al problema y ayudar, y al mismo 

tiempo, apoyar a las víctimas que experimentan la discriminación por un 

sentimiento conservador, el miedo. 

Cada vez está más presente el mensaje de tener una ciudadanía alerta, 

formada y vigilante, empoderada para hacer frente a estas conductas. Las 

políticas sociales son sensibles a un trabajo preventivo frente al extremismo 

violento, el racismo y la homofobia. Especialmente alerta al papel de las redes 

sociales, por el potencial democratizador, fiscalizador del poder y de 

empoderamiento de la ciudadanía, debido a las posibilidades que ofrecen. 

En el mes de julio de 2014, como ciudadanos, nos horrorizábamos con las 

imágenes de un chico menor de edad agrediendo a un joven de 25 años y de 

origen mongol en un vagón del metro en la ciudad de Barcelona, mientras que 

otros dos lo grababan con el móvil y el otro lo miraba sin hacer nada para 

pararlo. La acción fue colgada en la red. Se hacía patente, así, el papel que 

juegan las redes sociales actuando con gran rapidez y de manera decisiva, 

tanto en la difusión de la agresión, por un lado, como en la identificación en 

poco tiempo de los autores y de la víctima de esta acción, por otro. 

Este hecho se convierte en un punto para la reflexión y de cuestionamiento de 

todos aquellos profesionales que trabajamos en el ámbito de la justicia juvenil 
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desde hace años, y así nace la semilla de esta investigación que presentamos 

en este documento, movidos por las consecuencias que acciones como esta 

tienen para las víctimas que lo padecen. 

En nuestro entorno más cercano, y en la sociedad en general, se abría un 

debate que comportaba tener que estar atento a aquellos comportamientos 

motivados por el odio y la discriminación. En la memoria de todos nosotros está 

presente también la agresión mortal a una indigente en un cajero de una 

entidad bancaria barcelonesa y la patada de un joven a una chica en una calle 

céntrica también de la ciudad de Barcelona. Ambas noticias corrieron por la 

red, y se abría el debate de que cuando en la violencia hay un mensaje 

xenófobo añadido, la gravedad se incrementa de una manera exponencial. 

Con este estudio que presentamos, pretendemos que los datos y estadísticas 

obtenidas en los casos que llegan a la jurisdicción de menores constituyan una 

herramienta imprescindible para adoptar las políticas más oportunas en la 

materia de las conductas motivadas por odio y discriminación, e intentar 

erradicar aquellas conductas que constituyen un ataque directo a principios 

fundamentales como los de libertad, respeto a la dignidad de las personas y los 

derechos que les son inherentes como seres humanos, así como a los valores 

superiores que constituyen el fundamento de un Estado social y democrático 

de derecho. 

Centramos el análisis en una mirada amplia que hemos llamado 

comportamientos motivados, dado que la determinación de delito de odio o 

discriminación corresponde a una valoración jurídica. Como profesionales del 

ámbito educativo nos preocupa el alcance de estos comportamientos, tanto en 

los ofensores-autores como en sus víctimas, con el ánimo de intervenir y actuar 

con medidas preventivas y favorecedoras del desistimiento en el futuro. Por 

supuesto, sin embargo, que en los datos que presentamos en el apartado 

correspondiente de este estudio hemos recogido aquellos comportamientos 

que han sido tipificados como delitos de odio y discriminación por el Ministerio 

Fiscal. 
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Estas conductas motivadas por el odio y la discriminación constituyen la 

expresión de la intolerancia y el rechazo a las personas o grupos por ser 

diferentes. Las redes sociales y los foros de Internet se han convertido en una 

puerta abierta a la difusión de insultos, ataques personales, injurias y mensajes 

de odio en general. El anonimato y el efecto amplificador de estos apoyos 

ayudan a esta difusión. 

Hace setenta años, la Declaración Universal de los Derechos Humanos –código 

que marca los principios que rigen esta materia–, en su primer artículo apuntaba 

que “todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos”. 

Como veremos en el texto de este documento que presentamos, instituciones 

internacionales en defensa de estos derechos humanos expresan, desde hace 

años, una preocupación por una investigación efectiva de estos 

comportamientos motivados por el odio y la discriminación y, especialmente, 

por promover la atención a las personas que lo sufren, las víctimas. 

En el ámbito europeo, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos viene 

exigiendo a los Estados del ámbito del Consejo de Europa investigaciones 

oficiales efectivas que conduzcan a la identificación y al castigo de los 

responsables. Obliga, al mismo tiempo, a la aplicación de medidas razonables 

para descubrir si existen motivaciones racistas y para determinar si 

sentimientos de odio o prejuicios basados en el origen étnico han jugado un 

papel en los hechos que se han denunciado. 

Por parte de la Fiscalía de Cataluña, desde el año 2009, con la creación de la 

figura del Fiscal especializado en odio y discriminación, se trabaja en este 

sentido. La intervención tiene como objetivo sensibilizar y saber cómo canalizar 

y denunciar este tipo de delitos. Según expresa el mismo fiscal que lidera esta 

área especializada de trabajo de la Fiscalía, el señor Miguel Ángel Aguilar, es 

necesario disponer de datos para conocer el alcance y la gravedad de los 

delitos de discriminación: “Sin datos, el problema se minimiza y no se puede 

concienciar suficientemente a las instituciones” (Aguilar, 2016). 

Como profesionales, nos preocupa la problemática que emerge en nuestros 

adolescentes con este tipo de comportamiento, al tiempo de formar, sensibilizar 

 
10 



y capacitar a los profesionales que intervienen en los diferentes momentos, 

como en el ámbito presentencial y en la ejecución de las medidas educativas 

que impone el juez de menores. Así, también, sin olvidarnos de las víctimas 

que lo padecen, con el ánimo de mejorar la oferta de servicios para su atención 

desde los servicios públicos. 

Partimos y nos situamos, a lo largo de esta investigación, en el concepto de 

equidad,1 diferenciándolo del de igualdad, para ubicarnos en uno de los 

principios de la ética. 

En los primeros días de enero de 2017, saltaba la noticia de que la policía de 

Chicago interrogaba a cuatro jóvenes afroamericanos acusados de haber 

secuestrado y apaleado a un chico discapacitado psíquico. La agresión fue 

transmitida en directo por la red social Facebook durante 30 minutos, y se 

podía ver al chico, amordazado y atado de brazos, recibiendo golpes e insultos 

por parte de los jóvenes. Durante la grabación –relata la noticia– se escucha 

cómo los atacantes gritan insultos contra la gente blanca y contra el presidente 

de Estados Unidos, Donald Trump, obligando a la víctima a insultarlo también. 

El vídeo lo retiraron de la red social. 

En la Región de Murcia, también en el mes de enero de 2017, la Fiscalía de 

Menores de esta comunidad autónoma abría una investigación sobre un 

presunto bullying al que dos adolescentes sometieron a un compañero de clase 

en un instituto, al que habían acosado hasta el punto de que la víctima intentó 

quitarse la vida. En los inicios de la investigación del hecho, las fuentes 

judiciales apuntaron que, aparte del bullying, podría llegar a investigarse –dado 

que presuntamente le acosaban por su orientación sexual– un delito de odio. 

1 Según el Diccionario de la lengua española, el concepto proviene del latín: aequǯtas, -Ǖtis. 
‘Igualdad de ánimo’. “Bondadosa templanza habitual, propensión a dejarse guiar, o a fallar, por 
el sentimiento del deber o de la conciencia, más bien que por las prescripciones rigurosas de la 
justicia o por el texto terminante de la ley. Justicia natural, por oposición a la letra de la ley 
positiva. Disposición del ánimo que mueve a dar a cada uno lo que merece.” En derecho, el 
Institut d’Estudis Catalans lo define como: “Adaptación de la norma jurídica en cada caso 
concreto, para evitar una interpretación rígida de los preceptos legales. Juzgar con equidad.” 
La equidad e igualdad son dos principios estrechamente relacionados, pero diferentes. La 
equidad introduce un principio ético o de justicia en la igualdad. En definitiva, la equidad nos 
obliga a plantearnos los objetivos que debemos conseguir para avanzar hacia una sociedad 
más justa. 
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A finales también de enero de ese año, los medios de comunicación se hacían 

eco de la noticia siguiente: “Arrestan en la provincia de Cádiz a cuatro menores 

de edad por agredir y vejar a un indigente de 45 años que dormía en la calle”. 

Los jóvenes desnudaron a la víctima, la arrastraron por el suelo y le lanzaron 

piedras y botellas de vidrio. Asimismo, también, le quitaron la documentación y 

el teléfono móvil. 

En la ciudad de Barcelona, a finales de enero de 2017 también, saltaba a los 

medios de comunicación la noticia de la denuncia de un youtuber, un joven de 

diecinueve años oriundo de China y residente en Barcelona, que dio a un 

mendigo galletas rellenas de pasta de dientes. La Guardia Urbana trasladó el 

caso a la Fiscalía por si cometió delitos de odio y contra la integridad moral. El 

caso levantó polvareda en las redes sociales después de colgar en su canal un 

vídeo donde se podía ver la acción. En la red recibió cientos de críticas y el 

chico tuvo que pedir disculpas. El Ayuntamiento de Barcelona notificaba que se 

personaría como acusación por la gravedad de la acción vejatoria y la amplitud 

que tomó la acción humillante al ser difundida a través de Internet. 

Antes de terminar, en enero de 2017, también en la provincia de Barcelona, 

una chica de origen indio es insultada en un vagón de Ferrocarriles de la 

Generalitat por un grupo de alumnos de entre 11 y 13 años. Los tipos de 

insultos y comentarios de desprecio que recibió eran de carácter racista. La 

noticia en los medios de comunicación añadía que nadie replicó la conducta de 

estos agresores. 

Todos estos ejemplos que hemos enumerado pretenden ilustrar el alcance del 

problema y su dimensión. Son la tipología de casos que nos proponemos 

analizar y valorar en este estudio. Interés especial nos despierta en los casos 

analizados la identificación y el análisis detallado de grupos organizados tipo 

skins, hooligans y bandas latinas, por citar algunos ejemplos. Somos 

conscientes, sin embargo, de las limitaciones con que nos podemos encontrar 

si no está recogida esta información en la denuncia, en las investigaciones 

policiales o bien en la sentencia del juez de menores. Cuando sea posible, lo 

recogeremos como dato de interés. 
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A principios del año 2017 se crea y entra en funcionamiento la figura del Fiscal 

de Menores en Delitos de Odio y Discriminación para la gestión y control de 

aquellos casos en la provincia de Barcelona. 

En nuestro entorno más cercano, también en el inicio de este mismo año, el 

Gobierno catalán aprueba, el 10 de enero, el Proyecto de ley para hacer 

efectivo el derecho a la igualdad de trato y la no discriminación de las personas. 

La norma, pionera, prevé un trabajo en coordinación con Fiscalía, instituciones y 

organismos públicos para ponerla en práctica. La iniciativa legislativa dota a 

Cataluña de un marco legal que refuerza derechos y permite hacer frente con 

contundencia a situaciones de discriminación en cualquier ámbito. La ley tiene 

un carácter integral, dado que abarca todo tipo de discriminación y se proyecta 

en los diferentes ámbitos de la vida y la convivencia. Se trata de un instrumento 

normativo eficaz que combina medidas preventivas y reparadoras. 

A principios de este mismo año también se presentaba en Barcelona el plan de 

choque contra la islamofobia. Para hacerlo posible, se pondrán en marcha 28 

medidas que se implementarán a lo largo de 2017 y el primer semestre de 

2018. Entre las medidas, está reforzar la Oficina para la No Discriminación, 

donde las víctimas recibirán información y asesoramiento, y se creará el 

Observatorio de Delitos y Discursos de Odio, que prevé recopilar datos sobre 

estos delitos. También se formará a los agentes de la Guardia Urbana para que 

incluyan la islamofobia y el aporofobia como formas de discriminación y puedan 

detectarlas con agilidad. Con este plan municipal se pretende que este tipo de 

actuaciones no tengan lugar. 

Como podremos ver, es un momento histórico en nuestra sociedad más 

cercana de desarrollo para la concienciación social y garantizar, por encima de 

todo, la seguridad y protección de la víctima. 

Nos atrae la idea y nos empuja a la acción. ¡Vamos allá! 

  

 
13 



2. Marco teórico y conceptual 

Este capítulo de la investigación está dividido en siete apartados que pretenden 

ir definiendo y relacionando las grandes áreas que nos acercan a nuestro 

objeto de análisis. 

Una vez delimitado el marco y el objeto de estudio, y la justificación desde la 

preocupación e interés que ha representado la problemática en el marco 

geográfico más cercano a nosotros y afín a nuestros patrones culturales, 

hábitos y costumbres, pasaremos a la descripción de los protagonistas y de las 

conductas. Todo enmarcado en un marco legal y normativo, para acabar 

haciendo mención de unas buenas prácticas con estrategias y recursos para 

afrontar el problema. 

2.1. Justificación y alcance del problema 

Personas, organismos, instituciones y organizaciones de todo tipo reclaman en 

los últimos años la necesidad de realizar un esfuerzo mayor para documentar y 

conocer la realidad de comportamientos como la xenofobia, el racismo, la 

discriminación y la intolerancia. El objetivo es velar por la protección de las 

personas más vulnerables de la sociedad. 

Se nos presenta una necesidad de evaluar, además de la dimensión del 

problema, la eficacia de las acciones realizadas desde el ámbito de la justicia 

juvenil con los menores infractores y víctimas y, al mismo tiempo, identificar 

también las vulnerabilidades o amenazas que no han sido abordadas de una 

manera adecuada en evaluaciones de riesgo previas. 

2.1.1. Justificación 

En los últimos años se han invertido esfuerzos para aumentar la sensibilización 

acerca de esta temática, a pesar de todo, las estadísticas y los datos oficiales 

disponibles sobre hechos denunciados de este tipo aún siguen siendo 

incipientes. Esta realidad ha sido una cuestión reiteradamente señalada por 

parte de organismos internacionales y organizaciones de los derechos 

humanos como un problema y una carencia que imposibilita el conocimiento, y, 
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en consecuencia, el diagnóstico y la evaluación de esta situación. Añadir, por 

otro lado, que buena parte de las personas afectadas por este tipo de 

comportamientos discriminatorios no quiere o no se atreve a denunciarlo, 

según se apunta desde la Agencia de Derechos Fundamentales de la Unión 

Europea (FRA). 

El conocimiento y la visibilización de hechos de esta naturaleza nos pueden 

ofrecer información relevante para comprender una realidad en nuestro país y, 

así, poder contribuir al diseño y desarrollo de acciones orientadas a la 

prevención y a combatir este fenómeno que puede generar efectos muy 

negativos en las personas que lo sufren, especialmente cuando se trata de 

niños y adolescentes. Resulta prioritario trabajar con los responsables y 

autores de estos comportamientos, más cuanto son, todavía, menores de edad. 

Toma protagonismo esta realidad, por nuestra práctica profesional del día a 

día, el ámbito de la infancia y de la adolescencia, cuando vemos que las 

interacciones personales en la escuela, en el ocio, a través de las redes 

sociales y/o Internet y en el deporte se ven frecuentadas por situaciones de 

abuso y ejercicio de poder que ponen en riesgo nuestros deseos de convivir en 

una comunidad con equidad y justicia, como ya hemos apuntado en el apartado 

de la introducción de este informe. 

La investigación, el estudio y el análisis de este fenómeno que presentamos se 

sitúan en el ámbito de la atención a la víctima y de la justicia juvenil en 

Cataluña. El tema que se plantea analizar es de actualidad, como así se hace 

mención también desde la memoria de la Fiscalía Superior de Cataluña, por el 

aumento de los casos. La investigación pretende dar visibilidad a un tema 

como son las situaciones de comportamientos por odio y discriminación en el 

ámbito de la jurisdicción de menores y la sensibilización de la población en 

general y, especialmente, de los profesionales que desarrollan su práctica 

laboral en este ámbito. 

2.1.2. Alcance del problema 

Cualquier persona puede ser víctima de un delito de odio, con independencia 

de pertenecer al grupo al que va dirigida la hostilidad o prejuicio. En la 
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introducción de esta investigación, como hemos visto, nos hemos hecho eco de 

algunas situaciones que se han dado recientemente en nuestro entorno más 

cercano. 

En Cataluña, por parte de los datos de las denuncias a Mossos y Fiscalía, se 

percibe un ligero incremento de las denuncias por estos delitos, que los 

expertos interpretan que se debe a una mayor concienciación. Por su parte, la 

tendencia al alza se da también en el caso de las denuncias administrativas 

que han llegado a la Dirección General de Igualdad del Departamento de 

Trabajo, Asuntos Sociales y Familias (Jornada sobre políticas públicas en 

materia de delitos de odio y discriminación, 2016).2 

El informe “Balance de la seguridad y actividad policial 2016” presentado a la 

opinión pública a finales de febrero de este año 2017, ofrece una radiografía de 

los hechos delictivos registrados en Barcelona durante el año 2016. Entre 

otros, y haciendo mención al tema que nos ocupa, se concluye que han 

aumentado las denuncias por delitos de odio y discriminación, que pasan de 79 

casos en 2015 a 109 en 2016, un incremento del 37,97 %. Destacan los casos 

relacionados con la homofobia (30 denuncias) y los motivados por causas 

xenófobas (37 denuncias). Estos hechos delictivos se producen a menudo bajo 

el anonimato de las redes sociales o las plataformas y páginas de Internet.3 

Los datos publicados por la Comisión Europea en octubre de 2015 sobre 

discriminación en la Unión Europea, sitúan a España como un país que se 

encuentra en términos similares a la media europea en cuanto a la percepción 

de las situaciones de discriminación hacia diferentes colectivos, como origen 

étnico, orientación sexual, identidad de género, religión o creencia, 

2 Datos presentados en la Jornada y en resumen de prensa el pasado 21/12/2016. Han sido 53 
denuncias administrativas a lo largo del 2016 y de actuación de los Mossos (292 denuncias a lo 
largo de 2015) y Fiscalía (136). La nota de prensa se puede consultar en el enlace: 
 http://www.govern.cat/pres_gov/AppJava/govern/notespremsa/297816/catalunya-referent-
internacional-coordinacio-interinstitucional-lactuacio-delictes-dodi-discriminacio.html   
3 Los datos del informe del balance de seguridad y actividad policial conjunto de la Guardia 
Urbana y los Mossos durante el año 2016 fue presentado el pasado 22 de febrero de 2017 por 
el comisionado de Seguridad del Ayuntamiento de Barcelona, Amadeu Recasens. Se puede 
consultar el documento en pdf en el enlace: 
http://mossos.gencat.cat/web/.content/home/07_indicadors_i_qualitat/estadistica/evolucio_fets_
penals_coneguts_policia_de_catalunya_2016.pdf 
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discapacidad, género, ser mayor de 55 años y ser menor de 30 años (Comisión 

Europea, Eurobarómetro, 2015). Esta ha sido la cuarta encuesta de estas 

características llevada a cabo por la Comisión en los 28 Estados miembros, la 

primera fue en el año 2006. En España se llevaron a cabo 1.000 entrevistas 

personales. Respecto a España, los datos del estudio nos revelan que: 

¶ El 63 % de los españoles considera que la discriminación por origen 

étnico está extendida en la sociedad española (un 5 % más que en 

2012). 

¶ El 16 % de las personas encuestadas indica haber experimentado 

alguna forma de discriminación o acoso en los últimos 12 meses. 

¶ El porcentaje de españoles encuestados que señala conocer sus 

derechos en caso de ser víctima de discriminación o acoso es del 41 % 

(un 11 % más que en 2012). 

¶ En el caso de ser víctima de discriminación o acoso, el 51 % de las 

personas encuestadas preferiría informar de su caso a la policía; el 

12 %, a un abogado; el 8 %, a los tribunales; el 8 % preferiría informar al 

organismo de igualdad competente; el 7 %, a los sindicatos, y el 4 %, a 

ONG o asociaciones. 

¶ El 27 % considera que los esfuerzos realizados en España para 

combatir todas las formas de discriminación son eficaces, el 36 % 

entiende que son “medianamente eficaces” y el 28 % considera que “no 

sirven”. 

¶ El 75 % de los encuestados se muestra de acuerdo con la idea de que 

habría que introducir nuevas medidas para aumentar el grado de 

protección de los grupos en riesgo de discriminación. 
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En el último informe del Ministerio del Interior (2015),4 se identifican 1.328 

hechos conocidos relacionados con delitos de odio en España. Despunta en 

valor numérico Cataluña como una de las Comunidades Autónomas más 

afectadas, con 277 hechos y 282 victimizaciones (seguida por hechos del País 

Vasco con 201, Comunidad de Madrid con 159, Andalucía con 142 y 

Comunidad Valenciana con 123), destacando la provincia de Barcelona con 

215 hechos y 221 victimizaciones, si bien es donde también se denuncia, tal 

vez, más. Son los incidentes relacionados con las “creencias o prácticas 

religiosas” con 28, los 41 relacionados con “la orientación o identidad sexual” y 

los 59 relacionados con la “ideología”5 donde ocupa la provincia de Barcelona 

el primer lugar, y los 70 incidentes registrados relacionados con “el racismo y la 

xenofobia”, situándose después de Vizcaya y Madrid en la representación 

territorial.  

Desde las diferentes administraciones públicas de España y de la misma 

Cataluña, se ha legislado en los últimos años y se han articulado diversos 

instrumentos para garantizar los derechos de todas las personas y la 

erradicación de la violencia a partir del reconocimiento de la dignidad humana y 

de la igualdad formal, características propias de una sociedad moderna y 

democrática.  

Desde el año 2013 funciona, a pleno efecto, la red de fiscales encargados 

específicamente en cada territorio de la actuación del Ministerio Fiscal en 

materia de Tutela Penal de la Igualdad y contra la Discriminación. La puesta en 

marcha de esta delegación tiene su origen el 10 de octubre de 2011, a partir de 

un Decreto del Fiscal General del Estado (dictado al amparo del art. 22 del 

Estatuto Orgánico), por el que encomienda a un fiscal de la primera categoría 

4 Los datos se han obtenido del Sistema Estadístico de Criminalidad (SEC). Para su cómputo, 
se han tenido en cuenta los hechos de los que han tenido conocimiento los siguientes cuerpos 
policiales: Guardia Civil, Cuerpo Nacional de Policía, policías dependientes de las diferentes 
comunidades autónomas (Ertzaintza, Mossos d’Esquadra y Policía Foral de Navarra) y las 
Policías Locales que facilitan datos al SEC. 
5 A pesar de que el ámbito de la ideología ya se incluía entre los agravantes del art. 22.4 del 
Código Penal, no ha sido objeto de registro y codificación diferenciado en el Sistema 
Estadístico de Criminalidad (SEC) hasta el año 2015. La ideología es entendida como las ideas 
fundamentales compartidas por un sector de la sociedad sobre aspectos relacionados, como 
política, economía, cultura, deporte, moral, etc.  
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la función de impulsar y coordinar la actividad del Ministerio Fiscal en esta 

materia. La Fiscalía española hace una apuesta decidida por ofrecer una 

respuesta institucional frente el problema de la discriminación y, en particular, 

frente a la diversidad de conductas delictivas –enmarcada en múltiples tipos 

penales– motivadas por razones de esta naturaleza, garantizando a la vez la 

protección de los derechos de las víctimas que sufren estos hechos ilícitos. 

En Menores, mencionar que a inicios del año 2017 entró en funcionamiento en 

Barcelona la figura del fiscal especializado en este tipo de delitos de odio y 

discriminación protagonizados por menores de edad. 

Entendemos la necesidad de sensibilizar a la comunidad y hacer visibles unas 

víctimas que sufren estas conductas de odio y discriminación, en el ámbito de 

los menores de edad infractores, favoreciendo y previniendo los 

comportamientos, en vías de potenciar un clima positivo en los centros 

educativos y en la comunidad donde serán adultos, para la construcción de la 

convivencia óptima y la igualdad de las personas, un derecho fundamental, 

como ya hemos apuntado. 

La Agencia sobre derechos fundamentales de la Unión Europea (FRA) nos 

marca la línea a seguir para abordar esta problemática. En Europa, 

precisamente por las especiales connotaciones de este tipo de acciones 

criminales y el daño que puede causar a las personas que lo sufren, situamos 

la última Directiva Europea 2012/29/UE para el establecimiento de normas 

mínimas sobre los derechos, el apoyo y la protección a la víctima del delito. 

Esta Directiva insta a los Estados miembros a poner atención, entre otros, a los 

que se han visto afectados por delitos motivados por prejuicios y/o 

discriminación, en el entendimiento de que presentan un mayor riesgo de sufrir 

victimización secundaria o de ser objeto de posteriores represalias o actos de 

intimidación. En España, esta Directiva es implementada por la Ley 4/2015, de 

27 de abril, del Estatuto de la víctima del delito. 

En el año 2009 se inicia aquí en Cataluña –después de dos años de interés por 

el tema–, velando por el principio jurídico de la igualdad, una Fiscalía 

especializada para abordar este tipo de comportamientos penales (delitos o 
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faltas), que desde el año 2010 se pueden agrupar en categorías, y que tienen 

unas consecuencias graves para las víctimas que lo padecen y, especialmente 

para aquellas más vulnerables: las personas menores de edad, los 

discapacitados..., especialmente, se consideran de interés aspectos como: 

¶ Son víctimas seleccionadas intencionalmente. 

¶ Se atenta contra la seguridad y el bienestar colectivo al que pertenecen, 

lesionando un bien jurídico colectivo. 

¶ Se causa mayor daño emocional y psicológico, así que necesitamos velar 

por la formación de profesionales y su sensibilización. 

¶ Son víctimas que presentan elevados niveles de ansiedad y 

vulnerabilidad. 

En el desarrollo legislativo debemos mencionar también que en Cataluña, en 

octubre de 2014, se publicó la ley 11/2014, del 10 de octubre, para garantizar 

los derechos de lesbianas, gays, bisexuales, transgéneros e intersexuales, y 

para erradicar la homofobia, la bifobia y la transfobia. El Gobierno de la 

Generalitat de Cataluña, el 18 de octubre de 2017, aprueba el protocolo que 

desarrolla el deber de intervención de las personas que trabajan en las 

administraciones públicas de Cataluña para hacer efectivo el abordaje de estas 

conductas desde los diferentes departamentos de la Administración de la 

Generalitat y los entes locales. 

Dos meses después de la publicación de la ley 11/2014, el 15 de diciembre de 

2014, el Departamento de Enseñanza de la Generalitat de Cataluña publica el 

Protocolo de prevención, detección e intervención ante situaciones de odio y 

discriminación, para aplicarlo en las aulas de las escuelas con el objetivo de 

sensibilizar y prevenir también este tipo de comportamientos. Se plantean en 

este protocolo seis tipos de discriminación: discriminación por origen étnico, 

racial o nacional, discriminación homófoba (por orientación afectiva), 

discriminación por razón de género, discriminación por nivel cultural y 

económico, discriminación estética y, por último, la discriminación por 

discapacidad. En julio de 2016 se revisa el documento y se hace una nueva 

edición que presentamos en uno de los apartados de este estudio, en este 

mismo capítulo 2, Marco teórico y conceptual. 
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También a finales del año 2016, la Dirección General de Igualdad del 

Departamento de Trabajo, Asuntos Sociales y Familias, acoge una jornada 

sobre políticas públicas en materia de delitos de odio y discriminación durante 

los años 2015 y 2016. En la sesión de trabajo se concluye que es necesario 

reforzar la acción interinstitucional coordinada –de la que Cataluña es líder 

mundial (especialmente en materia LGBTI y con la ley 11/2014 como 

instrumento)–, así como la de formación en niños y jóvenes, profesionales de 

todos los sectores y personal de las administraciones, difusión de los derechos 

de las personas LGBTI y también del deber de intervención de los trabajadores 

públicos. 

En nuestro análisis incluiremos también el registro de las prácticas de odio y/o 

discriminación por motivos de creencias o prácticas religiosas, antisemitismo y 

aporofobia. 

Resulta interesante analizar aquellos indicadores de polarización, como son: 

tatuajes, simbología, grafitis, grafología, grupos extremistas, grupos ultras en el 

deporte, prohibición simbología y, especialmente en la franja adolescente las 

conductas de bullying o acoso escolar, contra el odio y la discriminación, y el 

ciberacoso –con el uso masivo de las nuevas tecnologías en chicos y chicas–, 

por citar algunos como ejemplo. 

El desarrollo legislativo, como hemos visto, otorga un protagonismo a unas 

víctimas con: desconfianza, miedo a la expulsión, miedo a revelar la intimidad, 

desconocimiento de sus derechos, duda de la credibilidad del testigo y de las 

propias víctimas (“no me creyeron”), con una tendencia a la minimización. 

Respecto a por qué no se denuncia, podemos mencionar cuestiones como: 

a) Desconfianza en las instituciones 

b) Extranjeros indocumentados con miedo a la expulsión 

c) Miedo a revelar la intimidad 

d) Desconocimiento de derechos 

e) El “No me creyeron” 
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Así, se nos despierta la motivación y las necesidades de profundizar y dar 

publicidad a investigaciones que analicen esta situación superando las 

dificultades e impedimentos, dado que debemos tener presente que muchos 

hechos no se denuncian, a pesar del sufrimiento que hay detrás de estas 

víctimas, por el miedo a revelar su intimidad, por ejemplo. 

A modo de síntesis, situamos lo que justifica esta investigación en estos cuatro 

puntos: 

V Investigaciones insuficientes y ausencia de datos actuales sobre estos 

tipos de comportamientos protagonizados por personas menores de 

edad. 

V La actualidad de la temática y el desarrollo legislativo frente esta 

tipología criminal que apunta a una no minimización y a acreditar la 

motivación del delito. 

V Especial referencia a la extrema vulnerabilidad de cierto tipo de víctimas. 

La vulnerabilidad por la condición de edad de la población objeto de 

análisis, tanto víctimas como infractores, personas menores de edad en 

su mayoría. 

V Hacer visible y sensibilizar esta realidad presente en nuestra comunidad, 

dado que muchos hechos que no se denuncian es por falta de confianza 

de las víctimas en la policía. 

Todo apunta a una finalidad de identificar las debilidades existentes y aquellas 

áreas o aspectos a mejorar en la intervención que llevamos a cabo los 

profesionales de la justicia juvenil. 

2.1.3. Adolescentes y comportamientos motivados por el odio y la 
discriminación: una realidad en el espacio virtual 

Los hechos delictivos de la población motivados por prejuicios y odio pueden 

ser amenazas verbales o escritas, injurias, calumnias, destrucción/vandalismo 

de propiedad, propaganda, incitación y difusión del odio al diferente, ataques 

físicos o atentados contra personas/grupos, o cualquier otro delito incluido en el 

Código Penal motivado por la intolerancia (Ibarra, 2013). Podemos entender, 
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en consecuencia, que estos también pueden tener, y de hecho lo tienen, su 

repercusión en el ciberespacio. 

Así, un apartado con protagonismo en la temática que abordamos lo ocupa el 

comportamiento del adolescente en la red y en este ciberespacio, o también 

llamado espacio virtual, que hemos mencionado. 

En el espacio virtual, este discurso de odio en las redes se puede diferenciar en 

diferentes categorías, como apuntó uno de los ponentes, Eric Heinze, profesor 

de Derecho y Humanidades en la Universidad de Queen Mary de Londres, en 

la Jornada “Contrólate en las redes. #BCNvsODI” celebradas en Barcelona los 

días 2 y 3 de marzo de 2017 en el CCCB. Las tres tipologías que él plantea en 

su conferencia son: Directo privado (de tú a tú pero visible en la red), mensaje 

directo e individual pero también visible por los demás, y por último, la 

contribución al discurso público y visible por todos, como, por ejemplo, la 

publicación de un periódico. 

Un punto de interés del análisis de este trabajo se centra en el análisis y el 

estudio de este ciberespacio como un nuevo espacio moral, y donde surgen 

cuestionamientos como si realmente el ciberagresor percibe la lesividad de ese 

comportamiento, también si existe una moralidad diferente en el ciberespacio, 

aparte de que el anonimato puede favorecer la decisión del acto ilícito (Bartrina, 

2014). 

Al respecto, nos parece interesante recoger las variables que ha analizado el 

profesor de la Universidad de Elche, Fernando Miró, experto y pionero en la 

investigación empírica. La clasificación que ha elaborado este docente, y que 

presentamos en el siguiente gráfico, nos permitirá la reflexión de los datos que 

podremos obtener del trabajo empírico. Se presenta una diferenciación entre la 

violencia física y la violencia moral, tanto si esta última causa un daño moral 

personal o en un colectivo. 
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Gráfico 1. Taxonomía ampliada de la comunicación violenta y el discurso del 
odio en Internet (CVDO). En F. Miró (2016) 

 

El estudio de Laespada (2010) pone de manifiesto cómo se ha ido 

incorporando el discurso de la violencia al discurso de los jóvenes en Internet. 

Entre los diversos usos, apuntan a un medio para resolver los conflictos, 

adoptando formas de expresión agresivas, para gestionar encuentros entre 

bandas o grupos rivales, apoyando ideologías de extrema izquierda o extrema 

derecha, justificando o propiciando la violencia de género, entre otros. 

Asimismo, Internet también es el medio por el que se comparten entre los 

jóvenes conductas o experiencias que pueden ser adjetivadas como de riesgo 

(consumo de alcohol, drogas, conductas suicidas y delincuentes, entre otras). 

Como padres, madres y educadores, podemos actuar en varios aspectos clave 

para que los niños y las niñas se acostumbren a la diversidad y evitar así 

comentarios o actitudes racistas frente a personas de otras creencias, culturas 
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o países. Con la presencia de estos factores en su educación, disminuirán sus 

reacciones discriminatorias. Los programas educativos de las escuelas y 

centros de enseñanza, en general, velan por la educación en la diversidad en 

sus currículos académicos. 

Junto con el impacto de Internet, una de las situaciones más preocupante y de 

impacto en las escuelas son los casos de bullying, especialmente por las 

consecuencias que tiene este comportamiento en las víctimas. Sin embargo, y 

aún más, el bullying homofóbico en las escuelas constituye un problema social, 

colectivo e invisible, una manifestación de violencia sistemática y repetida 

contra un estudiante por parte de uno o varios compañeros, violando sus 

derechos básicos. Es violencia psicológica, verbal, física, de modo presencial o 

por medios tecnológicos, donde juegan un papel protagonista, en este sentido, 

las redes sociales. 

Este tipo de acoso tiene características que lo diferencian de otras formas de 

violencia: es ejercida entre pares, existe abuso de poder y es sostenido en el 

tiempo. Además, legitima la violencia y el acoso a los estudiantes considerados 

diferentes, afectando al clima escolar e instaurando un ambiente de agresión y 

no respeto de sus derechos. 

Con los términos “acoso escolar homofóbico” o “bullying homofóbico” se hace 

referencia a aquellos comportamientos violentos por los que un alumno o una 

alumna se expone repetidamente a la exclusión, el aislamiento, la amenaza, los 

insultos y las agresiones por parte de sus iguales, una o varias personas que 

están en su entorno más cercano, en una relación desigual de poder, donde los 

agresores o “bullies” se sirven de la homofobia, el sexismo y los valores 

asociados al heterosexismo. La víctima será descalificada y deshumanizada y, 

en general, no podrá salir por sí sola de esta situación, que afecta tanto a 

jóvenes gays, lesbianas, transexuales y bisexuales como también a cualquier 

persona que sea percibida o representada fuera de los patrones de género más 

normativos (Platero, 2008). 

En 2016 comenzó a aflorar la realidad del bullying LGTBfóbico, con muchas 

incidencias relativas a esta situación, que visibilizan las necesidades de los 
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niños y adolescentes LGTBI en el ámbito educativo y, sobre todo, abren la 

puerta al trabajo por sus derechos en los centros escolares de Cataluña 

(Observatorio contra la Homofobia, 2017). 

La práctica profesional cotidiana nos lleva a pensar en una primera hipótesis de 

que las agresiones físicas, el acoso verbal y las amenazas por Internet 

mediante las redes sociales son las formas más frecuentes de las conductas de 

odio y discriminación tramitadas en la Fiscalía de Menores y protagonizadas 

por los adolescentes. 

En este trabajo de investigación que presentamos, partimos de entender la 

educación como un proceso de aprendizaje para la vida, y la educación 

emocional resultaría imprescindible porque contribuye al bienestar personal y 

social. 

Las emociones positivas facilitan la memoria y el aprendizaje de los niños y de 

las niñas, mientras que el estrés y las emociones negativas dificultan el 

desarrollo de sus funciones ejecutivas. Es por eso que debemos aprender y 

enseñar a gestionar las emociones de una manera positiva. 

La alternativa de la educación emocional es definida por Rafael Bisquerra como 

un “proceso educativo, continuo y permanente, que pretende potenciar el 

desarrollo de las competencias emocionales como elemento esencial del 

desarrollo integral de la persona, como objeto para capacitarla para a la vida. 

Todo ello tiene como finalidad aumentar el bienestar personal y social ” 

(Bisquerra, 2008). 

Aparte de este mayor bienestar personal y social, determinadas competencias 

emocionales, como el autocontrol, predicen mejor el rendimiento académico 

(Duckworth y Seligman, 2005), que conllevará grandes beneficios en los chicos 

y chicas. Esta regulación emocional ofrece a la persona la capacidad para 

gestionar las emociones de forma apropiada. Supone tomar conciencia de la 

relación entre emoción, cognición y comportamiento, además de ofrecer 

buenas estrategias de afrontamiento y capacidad para autogenerarse 

emociones positivas. 
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2.2. Definición y conceptos clave: formas y tipologías 

En el segundo bloque de este marco teórico presentamos la relación de 

conceptos relevantes que nos permitirá, por una parte, su correcta 

interpretación y aplicación, y por otra, dar a conocer, clarificar y precisar 

aquellas categorías que posibilitarán el reconocimiento de las conductas 

motivadas objeto de este estudio, las de odio y discriminación. 

El fondo documental de donde se han recogido los conceptos que se presentan 

están referenciados en el apartado de la bibliografía, tanto en los textos 

legislativos como en aquellos elaborados desde los ámbitos sociales y 

educativos. 

La psicología social ha profundizado a lo largo de los años en el estudio de las 

categorías sociales, dado que, de manera consciente o no, los seres humanos 

interpretamos las interacciones y situaciones sociales. La incidencia que tienen 

estas categorías en las interacciones sociales ha llevado a este ámbito social 

de la disciplina de la psicología a plantearse el tema de los prejuicios, el primer 

concepto que pasamos a definir. 

El prejuicio se entiende como una actitud generalmente negativa hacia 

determinadas personas, que está originada por el hecho de que pertenecen a 

determinadas categorías sociales, y no por sus características o actuaciones 

individuales (Ibáñez, 2003). 

Relacionado con este concepto de prejuicio encontramos el de estereotipo, 

también tomando como referencia al catedrático emérito de Psicología Social 

de la Universidad Autónoma de Barcelona, Tomás Ibáñez Gracia, jubilado en el 

año 2007. El estereotipo, según el profesor Ibáñez, estaría formado por el 

conjunto de creencias sociales que se encuentran socialmente asociadas a una 

categoría grupal, las cuales provocan los prejuicios y los justifican. La 

existencia de estereotipos puede considerarse como la consecuencia directa 

de los procesos de categorización social, al tiempo que los prejuicios aparecen 

como la consecuencia de esta percepción estereotipada de la realidad. Así, los 

tres procesos se encuentran estrechamente relacionados (Ibáñez, 2003). 
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Estos dos conceptos, prejuicios y estereotipos, nos llevan a un tercero y un 

cuarto, que son el de discriminación y el del odio que desarrollaremos en los 

siguientes subapartados de este segundo capítulo del presente informe, y que 

se convierten en objeto de estudio. 

2.2.1. Conductas y formas de discriminación 

El concepto de discriminación (del latín discriminatǯo, -Ǿnis) lo podemos definir 

desde diferentes perspectivas. Así, según el Institut d’Estudis Catalans: “Acción 

de marcar una distinción; el efecto –en léxico común–, infravaloración de un 

grupo social que hace otro, con el correspondiente comportamiento de 

segregación –desde el ámbito de la sociología y la pedagogía– y, por último, 

comportamiento en el que los estímulos cuantitativa o cualitativamente 

diferentes provocan respuestas del individuo también diferentes –desde la 

psicología–”. En lo jurídico, el concepto quedará ampliamente detallado en este 

estudio en el articulado legal que veremos más adelante en el apartado 

correspondiente. 

La discriminación hace referencia al comportamiento, a las acciones 

específicas dirigidas a las personas afectadas por los prejuicios, y tienen un 

doble objetivo, favorecer a los miembros de la propia categoría y, al mismo 

tiempo, causar perjuicio a los miembros de otras categorías. 

Como veremos en los datos de este estudio empírico que presentamos, este 

trato discriminatorio para con el otro puede tener un grave impacto y afectar 

directamente a la identidad y la psicología de las personas que forman parte de 

los grupos discriminados, que son, sobre todo, minorías o grupos sin poder. 

El propio Parlamento de Cataluña, el pasado 10 de enero de 2017, planteaba 

una clasificación de formas de discriminación que se incluían en el Proyecto de 

ley que aprobaba ese día en sesión parlamentaria: la discriminación directa o 

indirecta, la discriminación por error y por asociación, la discriminación múltiple, 

la denegación de ajustes razonables, el acoso, la inducción, orden o instrucción 

de discriminar, las represalias, el incumplimiento de las medidas de acción 

positiva derivadas de obligaciones normativas convencionales. 
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En la tabla siguiente, que hemos elaborado, se recogen las formas que puede 

adoptar la conducta de discriminación que se podrían dar en el ámbito de la 

población adolescente con la que afrontamos nuestro día a día profesional. 

Formas que se pueden dar tanto de manera física como virtual. 

Tabla 1. Formas de discriminación 

Formas Definición Conductas 

Directa 

Una persona es tratada de manera menos 
favorable que otra en situación análoga o 
comparable por alguno de los motivos 
protegidos 

Rechazo, marginación o 
ignorar a alguien por el hecho 
de ser diferente 

Indirecta 

Persona en desventaja particular respecto a 
otras por su situación o características, por 
una disposición, criterio o práctica 
aparentemente neutros 

Exigencia de un requisito que 
dificulta o excluye a un 
colectivo cuando, realmente, 
no es necesario 

Múltiple 

En la persona interactúan diversos motivos de 
discriminación 

A una situación de 
discriminación se añaden otros 
motivos recogidos en 
legislación 

Por 
asociación 

Persona o grupo son objeto de discriminación 
por su relación con otra o grupo que sufre ya 
la discriminación por algunos de los motivos 
protegidos por la ley vigente 

Por la vinculación con una 
persona o grupo desfavorecido 

Por error Persona o grupo sufre discriminación por una 
apreciación errónea 

Perjuicios, apariencia 

Por orden o 
instrucción 

Persona u organización induce o anima a otro 
a que discrimine 

Rechazo, desprecio, atentado 
a los derechos básicos 

Por represalia Como consecuencia de la presentación de una 
queja, reclamación, denuncia o demanda 
destinada a evitar, disminuir o denunciar la 
discriminación sufrida 

Amenazas, venganza frente al 
no silencio 

Por acoso Se crea en la persona un entorno intimidatorio, 
de humillación, degradante, ofensivo o 
segregado. 
Propósito o efecto de atentar contra la 
dignidad. 

Reiteración en el tiempo, 
asimetría de poderes 
produciendo indefensión frente 
al ofensor 

En este trabajo de investigación, de acuerdo a su finalidad y objeto de análisis, 

destacamos especialmente las directa, indirecta, múltiple, asociación, por error 

y, especialmente, por acoso. Como ya hemos comentado anteriormente, las 

redes sociales e Internet juegan un papel fundamental frente este tipo de 

situaciones. 
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2.2.2. Conductas de odio 

Los delitos de odio, internacionalmente conocidos como Hate Crimes, violan la 

dignidad y los derechos primordiales de las víctimas. El concepto hace 

referencia al delito motivado por conductas de Intolerancia. En 2005, la 

Organización para la Seguridad y la Cooperación en Europa (OSCE) y la 

Oficina para las Instituciones Democráticas y los Derechos Humanos (OIDHR) 

lo definen así: 

“Toda infracción penal, incluidas las infracciones contra las personas o las 

propiedades, donde el bien jurídico protegido se elige por su, real o percibida, 

conexión, simpatía, filiación, apoyo o pertenencia real o supuesta a un grupo. 

Un grupo se basa en una característica común de sus miembros, como su 

‘raza’, real o percibida, el origen nacional o étnico, el lenguaje, el color, la 

religión, la edad, la discapacidad, la orientación sexual u otro factor similar.” 

Esta definición es la que se utiliza en el ámbito internacional. Por un lado, 

contiene un comportamiento tipificado como delito base y, por otra, un motivo 

basado en prejuicios de diferente tipología. Ambas categorías se deben dar 

para hablar de una conducta delictiva de odio. Hay así, la motivación del 

ofensor y, al mismo tiempo, la acción que sufre la víctima que ha sido elegida 

por su pertenencia (real o percibida) a un grupo específico (por etnia, religión, 

sexualidad, discapacidad, etc.). 

Este tipo de definición de concepto de delito de odio es ampliamente aceptado 

y reconocido internacionalmente. 

En Europa, la Decisión Marco 2008/913/JAI del Consejo de 28 de noviembre 

de 2008, relativa a la lucha contra determinadas formas y manifestaciones de 

racismo y xenofobia, define que, en el ámbito del Derecho penal, el concepto 

de odio se entiende como el “basado en la ‘raza’, el color, la religión, la 

ascendencia o el origen nacional o étnico”. 

El “discurso del odio”, está tomado del término inglés “hate speech”, con raíces 

en la Recomendación (1997) 20 del Comité de Ministros sobre el “discurso del 

odio”. La Recomendación General núm. 15 sobre Líneas de Actuación para 
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combatir, el discurso de odio en Estrasburgo, del 21 de marzo de 2016, 

concreta que “el discurso de odio debe entenderse como fomento, promoción o 

instigación, en cualesquiera de sus formas, del odio, la humillación o el 

desprecio de una persona o grupo de personas, así como el acoso, descrédito, 

difusión de estereotipos negativos, estigmatización o amenaza con respecto a 

una persona o grupo de personas y la justificación de estas manifestaciones 

por razones de ‘raza’, color, ascendencia, origen nacional o étnico, edad, 

discapacidad, lengua, religión o creencias, sexo, género, identidad de género, 

orientación sexual y otras características o condición personales”. 

Esta Recomendación del ECRI núm. 15 utiliza el término “raza” a fin de 

garantizar que las personas que suelen percibir de forma general y errónea 

como pertenecientes a otra raza quedan sujetos a la protección que confiere 

este texto. 

Este discurso del odio es una forma extrema de intolerancia, y contribuye al 

crimen de odio y debe ser perseguido penalmente, poniendo especial énfasis 

en la impunidad que se está produciendo cuando se da a través de Internet y 

en las redes sociales. El castigo vendrá en la expresión que suponga una 

provocación al odio, la discriminación o la violencia, vulnerando los valores 

constitucionales de la dignidad humana y de la no discriminación por razón de 

las circunstancias que protege la propia Constitución a toda la ciudadanía. 

2.3. Las condiciones personales 

Este tercer bloque nos presenta la conceptualización y la descripción de 

aquellas conductas que relacionan aspectos de la diversidad de las 

condiciones personales que nos permitirán objetivar las conductas que son 

objeto de análisis y estudio en esta investigación.  

2.3.1. Racismo 

El art. 1.º de la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las 

Formas de Discriminación Racial, aprobada por la Resolución 216 A, de 21 de 

diciembre de 1965, ratificada por España por Instrumento de 23 de abril de 

1969, en el ámbito de las Naciones Unidas, define el racismo como: 
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 “En esta Convención, la expresión ‘discriminación racial’ denotará toda 

distinción, exclusión, restricción o preferencia basada en motivos de raza, color, 

linaje u origen nacional o étnico que tenga por objeto o por resultado anular o 

menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones de igualdad, 

de los derechos humanos y libertades fundamentales, en los ámbitos político, 

económico, social, cultural o en cualquier otro de la vida pública.” 

El Consejo de Europa, mediante la Recomendación núm. 7 de política general 

de la Comisión Europea contra el Racismo y la Intolerancia (ECRI), aprobada 

en fecha 13 de diciembre de 2002, define el término –de acuerdo con las 

pautas marcadas por el propio Consejo– como: “Racismo se entenderá como la 

creencia de que, por motivo de la ‘raza’, el sexo, el color, el idioma, la religión, 

la nacionalidad o el origen nacional o étnico, se justifica el desprecio de una 

persona o grupo de personas”, y “la discriminación racial directa se entenderá 

como todo trato diferenciado por motivos de raza, color, idioma, religión, 

nacionalidad u origen nacional o étnico que no tenga justificación objetiva y 

razonable.” 

2.3.2. Xenofobia 

A diferencia del racismo, que es una ideología de superioridad, la xenofobia es 

un sentimiento de rechazo y está dirigida solo contra los extranjeros. 

El término xenofobia proviene de la contracción de dos palabras griegas xemos 

(extranjero, extraño) y phobos (temor, fobia). El significado va relacionado con 

conceptos como miedo, aversión, odio, hostilidad o rechazo hacia las personas 

que son de origen extranjero o que son percibidas como extranjeras. 

De igual manera que hace con el racismo, el Consejo de Europa, mediante la 

Recomendación núm. 7 de política general de la ECRI, a que hemos hecho 

mención en el apartado anterior, define el término de la siguiente manera: “[…] 

la xenofobia se refiere a una actitud de rechazo y exclusión de toda identidad 

cultural ajena a la propia. Esta actitud se da fundamentalmente cuando se 

rechaza a una persona que ha llegado procedente de otro país con una cultura, 

tradiciones y valores diferentes que comportan, por parte del colectivo étnico 
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dominante, comportamientos, acciones y actitudes basadas en el antagonismo, 

rechazo, recelo, incomprensión y fobia.” 

2.3.3. Etnia 

El término etnia se define con la pertenencia de un individuo a un grupo o a una 

comunidad que comparte una lengua, una identidad simbólica, una ideología, 

una cultura y, en algunos casos, unos rasgos físicos visibles que los diferencia 

del resto de la comunidad. 

La discriminación étnica constituye el diferente trato de personas con 

fundamento en su origen étnico. En ocasiones, se traduce con un 

comportamiento amenazante, hostil, degradante o humillante. Estos tipos de 

conducta suponen la desvalorización de la cultura que confronta con el ejercicio 

de los derechos. 

2.3.4. Ideología 

En lo penal, este motivo discriminatorio recoge todos los supuestos en que el 

autor comete un delito porque su víctima mantiene una convicción diferente al 

respecto. 

2.3.5. Religión o creencias 

La legislación internacional ampara la sanción por motivos de discriminación 

por religión o creencias. Constituye el trato diferente de personas por motivo de 

la religión a la que son fieles o creyentes, pudiendo llegar a una conducta ilícita 

en el ámbito penal. El Departamento de Enseñanza de Cataluña, en su 

protocolo sobre conductas motivadas por el odio y la discriminación de 2016, 

concreta al respecto que se da cuando una persona o grupo de personas 

recibe un trato desfavorable por practicar alguna creencia, por no practicar la 

creencia religiosa mayoritaria de la sociedad en la que vive o por no practicar 

ninguna.  
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2.3.6. Antisemitismo 

El concepto de antisemitismo recoge las actitudes, conductas y 

manifestaciones hostiles hacia el colectivo judío. Esta intolerancia no lleva solo 

a la discriminación contra las personas, sino también a la persecución y 

exterminio de dicho colectivo. El Consejo de Europa, mediante 

recomendaciones de la ECRI, ha regulado los comportamientos ilícitos más 

comunes. 

2.3.7.  Islamofobia o intolerancia y discriminación hacia los musulmanes 

El término islamofobia o intolerancia y discriminación hacia los musulmanes, 

como ha optado para hablar de él la OSCE y la misma UNESCO, se entiende 

como temor, prejuicios, hostilidad o rechazo hacia el Islam o las comunidades 

musulmanas. 

2.3.8. Nación u origen nacional 

El odio discriminatorio está motivado en esta categoría por la nacionalidad de la 

víctima. 

2.3.9. Sexo y género 

El concepto sexo va ligado a la biología, al cuerpo de los seres humanos. La 

célebre frase de la gran pensadora Simone de Beauvoir, “la biología no es 

destino”, describe perfectamente que lo que somos por nacimiento no 

determina nuestra vida, sino que es más bien la cultura la encargada de 

determinar lo que es adecuado en cada contexto. 

Pero hay un grupo reducido de personas que nacen intersexuales, y pueden 

sufrir problemas de discriminación y vulneración de los derechos humanos. La 

Agencia de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea (FRA), apunta 

este término de intersexuales como un número de variaciones diferentes en las 

características corporales de una persona que hacen que no coincida con las 

definiciones de hombre y mujer. Pueden ser de tipo cromosómico, hormonales 

y/o anatómicas, y pueden estar presentes en diferentes grados. 

 
34 



Por su parte, el género es un concepto cultural y está relacionado con la 

identidad de cada uno, con cómo nos sentimos individualmente, y las 

categorías habituales de hombre y mujer. 

El movimiento LGTBI representa la defensa de los derechos de las personas 

lesbianas, gays, trans, bisexuales e intersexuales. El rechazo, miedo, prejuicio 

o discriminación hacia mujeres u hombres que se reconocen a sí mismo como 

miembros LGTBI se conoce como LGTBIfobia. 

Las personas transgénero o transexuales son aquellas que, habiendo nacido 

machos o hembras, se sienten y autodesignan en la identidad de género 

contraria a la que habitualmente las sociedades les atribuyen. 

Sin tener nada que ver con estos conceptos de transexuales o transgéneros, 

encontramos el término de travesti, que responde a la utilización de vestimenta 

del género contrario a aquel inicialmente asignado. 

Mencionar también el término anglosajón queer,6 que tradicionalmente ha 

significado en inglés “extraño” o “poco usual”. El término aún es considerado 

ofensivo o despectivo por parte de la comunidad, y, para otros, es un término 

que sirve para describir una opción sexual y/o identidad de género o expresión 

de género que no se conforma con la sociedad heteronormativa. Se rechaza la 

construcción social binaria de hombre/mujer, y la identidad con el sexo es 

mucho más amplia y no puede reducirse. Señalan que la realidad no es fija e 

inmutable, sino diversa y llena de matices. 

Finalmente, una breve mención a los conceptos de heterosexualidad, 

homosexualidad o bisexualidad de las personas, que responde a las 

preferencias a la hora de relacionarse afectiva y sexualmente con otras 

6 El término anglosajón queer responde a aquellas personas que ideológicamente están 
cuestionando las dicotomías que habitualmente atribuimos al concepto de género y que no 
quieren ser designadas ni como hombre ni como mujer. Estas personas reivindican el hecho de 
ser percibidas simplemente como personas, sin categorización de género. 
La teoría queer surge en los años ochenta como una crítica a las categorías hombre, mujer, 
heterosexual y homosexual, ya que las considera un reflejo de una cultura en la que la 
heterosexualidad está impuesta. 
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personas, sin tener ninguna relación con el sexo biológico en la identidad de 

género. 

En este estudio, uno de los propósitos es hacer un análisis en apartado 

diferenciado de los casos que podemos encontrar de bullying por motivo de 

homofobia y transfobia, sin duda de interés por el momento evolutivo en el que 

se encuentra la población objeto de nuestro estudio. 

2.3.10. Orientación sexual 

La orientación sexual se refiere a la capacidad de atracción emocional, afectiva 

y sexual profunda de las personas para con personas de otro género, del 

mismo género o de más de un género, así como las relaciones íntimas y 

sexuales que establecen. 

La discriminación por orientación sexual –por la que se encuentran afectados 

los colectivos gay, lésbico y bisexual– tiene su origen en lo que podemos 

resumir como homofobia, aunque se entiende que afecta a todos los colectivos 

mencionados. 

La orientación sexual se refiere al objeto de los deseos de un sujeto como una 

manifestación más en el conjunto de su sexualidad. La orientación sexual se 

define como el deseo o la atracción sexual, erótica o amorosa hacia personas 

en función de su sexo. 

La discriminación homófoba (por orientación afectivo-sexual) tiene lugar 

cuando una persona recibe hostilidad, odio o desaprobación por su orientación 

sexual (Departamento de Enseñanza de Cataluña, 2016). 

Son interesantes los estudios y conclusiones que apuntan los trabajos que ha 

realizado la catedrática de la Universidad del País Vasco, M. Garaigordobil, 

Garaigordobil (2010 y 2012), y que hemos reseñado en la bibliografía. 

2.3.11. Identidad sexual 

La identidad sexual es el conjunto de características sexuales que nos hacen 

genuinamente diferentes al resto: nuestras preferencias sexuales, nuestros 
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sentimientos o nuestras actitudes frente al sexo. Este sentimiento de 

masculinidad o feminidad acompañará a la persona a lo largo de su vida, y no 

estará siempre de acuerdo a su sexo biológico o su genitalidad. 

En la identidad sexual se combinan una diversidad de factores de tipo 

biológico, ambiental y psicológico.  

2.3.12. Enfermedad 

La enfermedad como categoría de discriminación estaría limitada a la 

enfermedad de larga duración (Díaz, 2012). El caso más común sería de quien 

actúa movido por el odio y la discriminación hacia personas portadoras del VIH 

y enfermos de sida. Al igual que la discapacidad, a la que haremos mención a 

continuación, y demás conceptos que estamos describiendo, responden las 

condiciones personales del artículo 22.4.ª CP. 

En el protocolo elaborado por el Departamento de Enseñanza de la Generalitat 

de Cataluña, el pasado julio de 2016, se concreta al respecto que la 

discriminación por enfermedad se produce cuando algunas personas son 

tratadas con recelo o desprecio por estar enfermas.  

2.3.13. Discapacidad 

En su web, el Departamento de Trabajo, Asuntos Sociales y Familias nos habla 

del concepto y clasificación de discapacidad. 

La discapacidad es la condición de aquella persona que tiene una función, 

física o mental, limitada respecto de la media de la población o anulada por 

completo. 

Diversidad funcional es un término alternativo al de la discapacidad que ha 

comenzado a utilizarse en España por iniciativa de las propias personas 

afectadas. El término fue propuesto en el Foro de Vida Independiente el mes 

de enero de 2005 y pretende sustituir otros términos con una semántica que 

puede considerarse peyorativa, como “discapacidad” o “minusvalía”. 
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Actualmente, los dos términos que más se han utilizado para hacer referencia a 

este colectivo son el de personas con discapacidad y personas con diversidad 

funcional. 

La Clasificación Internacional de Deficiencias, Discapacidades y Minusvalías 

(CIDDM) de 2001 distingue tres niveles en las consecuencias derivadas de la 

discapacidad: el biofisiopsicológico, el personal y el social. A cada uno de estos 

niveles les corresponden los siguientes conceptos: a) deficiencia, entendida 

como consecuencia permanente de las enfermedades y los accidentes en el 

nivel corporal, fisiológico u orgánico; b) discapacidad, entendida como 

restricción en la actividad de un individuo debida a cualquier deficiencia; c) 

minusvalía, entendida como situación de desventaja derivada de las 

deficiencias o discapacidades que limitan o impiden la participación social. 

Dentro de cada uno de los niveles hay una clasificación más específica sobre 

los tipos de discapacidad, deficiencias y minusvalías establecida por la CIDDM. 

La discapacidad es, a menudo, un motivo de discriminación frecuente, a pesar 

de que los sujetos son titulares de derechos y no solo objeto de tratamiento y 

protección social. El punto merece ser objeto de estudio y análisis. En 

consecuencia, ha habido un desarrollo legislativo importante en los últimos 

años, de alcance internacional, estatal y autonómico, encaminado al ejercicio 

de estos derechos y a una mayor sensibilización social de este grupo de 

personas más vulnerables y expuestas a ser víctimas de conductas 

discriminatorias. 

Según el Departamento de Enseñanza de Cataluña (2016), se manifiesta 

cuando una persona es menospreciada o infravalorada por tener algún tipo de 

discapacidad, ya sea física o mental.  

2.3.14. Aporofobia 

La aporofobia (del griego Ɏˊɞɟɞɠ [á-poros], sin recursos, indigente, pobre; 

yűɧɓɞɠ, [-fobos], miedo), es una fobia que representa el miedo hacia la 

pobreza o los pobres. Aunque también puede interpretarse como la 

repugnancia u hostilidad frente al pobre, al sin recursos o al desamparado. 
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El aporofobia es el odio y desprecio al pobre. Esta situación de exclusión social 

convierte a las personas sin hogar, los sin techo, en víctimas especialmente 

vulnerables y que, en muchas ocasiones, no denuncian los delitos de los que 

son objeto llevando a la impunidad de sus autores. En el recuerdo de todos y 

todas está la madrugada de diciembre de 2005 cuando una mujer es quemada 

viva en un cajero en la ciudad de Barcelona por tres adolescentes. Once años 

después, uno de los autores, que cumple condena aún por los hechos, pedía 

disculpas públicas en los medios de comunicación. 

2.3.15. Romafobia o antigitanismo 

El Consejo de Europa publicaba el 21 de abril de 2015 un manual dirigido a la 

intervención práctica en temas de romafobia, racismo antiromaníes y 

antigitanismo. El manual está dirigido a los animadores, mediadores y 

profesionales de juventud para prevenir estas situaciones de discriminación, e 

invita a la acción a través de la denuncia de los delitos y comentarios de odio 

que se dan, cada vez con mayor frecuencia, tanto en la vida cotidiana como en 

las redes sociales y otros sitios de Internet. 

La ECRI también se ha hecho eco del problema con su Recomendación núm. 

13 de política general sobre la lucha contra el antigitanismo y las 

discriminaciones contra los roma/gitanos, adoptada el 24 de junio de 2011. 

La bibliografía apunta que el colectivo de población del pueblo roma es el más 

afectado en el discurso de odio. 

Así, cada vez es mayor la sensibilización para la lucha contra la discriminación 

y la intolerancia frente estas comunidades gitanas. 

2.4. Perfiles de víctima e infractor 

Ha llegado el momento de acercarnos a los perfiles de los protagonistas, 

víctima e infractor, para conocer un poco más la temática que planteamos 

analizar. Las aproximaciones que se describen parten de estudios e 

investigaciones recientes sobre el tema. 
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Iniciaremos la descripción con la víctima por considerarla de especial interés en 

el análisis que estamos llevando a cabo. 

2.4.1. Víctima 

La misma Directiva 29/2012, a que hemos hecho mención en el apartado 2.1.2. 

cuando describíamos el alcance del problema, de acuerdo con otras normas 

internacionales y nacionales, asume la calificación de una persona como 

víctima “[…] independientemente de que haya sido identificada, detenida, 

acusada o condenada la persona responsable del hecho delictivo”, así como de 

la relación que pueda existir entre uno y otro. 

La víctima de este tipo de delito es seleccionada por el autor como consecuencia 

de una adscripción social que la vincula a un determinado grupo social y, esta es 

una característica esencial en esta clase de delitos. La adscripción puede 

derivarse de su origen nacional o étnico o de otras circunstancias relacionadas 

con su identidad, como el género o la orientación sexual. El grupo social, por su 

parte, es también destinatario del mensaje discriminatorio y puede considerarse 

de alguna manera víctima indirecta del hecho (Aguilar, 2015). 

En la literatura consultada y referenciada en la bibliografía, podemos concluir 

que, de entre las características que presenta la víctima por este tipo de 

comportamiento, destaca el contenido que recoge la tabla siguiente. 

Tabla 2. Características de la víctima 

ü Seleccionadas intencionalmente 

ü Amenazas a su seguridad y al bienestar colectivo al que pertenecen 

ü Gran impacto, con mayor dolor emocional y psicológico 

ü Psicológicamente presentan alto nivel de ansiedad, ira, miedo intenso y soledad 

ü Elementos adicionales de dolor en aquellas víctimas que reciben la agresión por 

motivos de odio y discriminación 

ü Daños morales 

ü Inestabilidad procesal: 
o Que no denuncian o lo hacen tarde (meses después de que los hechos 

hayan sucedido) 

o Prejuicio de desconfianza respecto a la Administración de Justicia 
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o A veces desaparecen en el transcurso del procedimiento 
o Temor a que se puedan tomar represalias 

El concepto de victimización se refiere al número de hechos denunciados por 

personas en las que manifiestan ser víctimas o perjudicadas por alguna 

infracción penal. Lo diferenciamos del concepto de víctima, dado que este se 

refiere a personas individuales. 

Como veremos en el apartado de resultados de este informe, en una denuncia 

se pueden dar diferentes hechos conjuntamente, incluso pueden existir 

diferentes víctimas o perjudicados, siendo así las victimizaciones el término que 

reúne los diferentes hechos que afectan a una determinada víctima. 

En el último informe publicado por el Ministerio del Interior español en 2015, 

llamado Informe sobre incidentes relacionados con los delitos de odio en 

España, se concluye que la mayoría de las víctimas que sufren este tipo de 

delincuencia son personas que pertenecen al sexo masculino (60 %), con una 

edad comprendida entre los 18 y 40 años, y de nacionalidad española. Contra 

estas víctimas, las principales infracciones penales cometidas, se señalan en el 

sexo masculino las lesiones, las amenazas y las injurias. Mientras que, en el 

sexo femenino, además de las lesiones y las amenazas encontramos los 

abusos sexuales. 

La representación territorial de victimizaciones por delitos de odio en este 

informe de 2015 sitúa en primer lugar a Cataluña, con 282 victimizaciones, 

destacando también en primer lugar en España la provincia de Barcelona, con 

un número de victimizaciones de 221. 

En el conjunto de víctimas de nacionalidad extranjera, por incidentes 

discriminatorios las nacionalidades que obtienen más representatividad son las 

procedentes de Marruecos, Senegal, Ecuador y Rumanía. 

Las agresiones, las amenazas y el vandalismo son los hechos delictivos que 

más se suelen cometer por motivos racistas (Salisbury, 2004). 
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Pensamos que este informe del Ministerio del Interior nos da algunos datos que 

apuntan a la necesidad de conocer las estrategias necesarias para la 

detección, la prevención y la intervención de este tipo de actos criminales, 

especialmente en las acciones en la familia y en la escuela, por los datos que 

presenta en el registro de victimización de hombres y mujeres menores de 18 

años de este tipo de delitos. La cifra se sitúa en un total de víctimas menores 

de edad de 158 (75 chicos y 83 chicas), un 13,55 % inferior al porcentaje del 

25,61 % del año anterior. La mayor cifra registrada de víctimas chicos se 

encuentran dentro de los campos “racismo y xenofobia”, “orientación o 

identidad sexual” y “discapacidad”, por este orden. Por su parte, las víctimas 

chicas se sitúan en los ámbitos de “discapacidad”, “orientación o identidad 

sexual” y, por último, “racismo y xenofobia”. Por hechos delictivos, son las 

lesiones las que más han sufrido las víctimas menores de edad chicos, y los 

abusos sexuales, las chicas. 

El 82,9 % del total de estas victimizaciones registradas en menores de edad 

corresponden a víctimas de nacionalidad española, frente al 17,1 % restante de 

víctimas extranjeras (la mayoría procedentes de Marruecos y Ecuador).  

2.4.1.1. Sintomatología en la víctima 

Los delitos de odio generan más daño que un delito de carácter ordinario, e 

incrementa la sensación de vulnerabilidad, en la medida en que la víctima poco 

puede hacer para cambiar la característica por la que el agresor ha decidido 

cometer el delito (Aguilar, 2015). 

Como viene siendo habitual en este tipo de casos, el mayor impacto para las 

víctimas está relacionado con su sufrimiento y las consecuencias psicológicas 

que puede sufrir a raíz de estos delitos, como: ansiedad, depresión y miedo a 

que se pueda volver a repetir la agresión. Los daños sufridos tienen eco en la 

esfera personal y social. 

El sufrimiento y el miedo hacen que muchas de estas víctimas muestren cierto 

rechazo a la denuncia y a personarse ante los requerimientos de la instancia 

judicial. Se trata de víctimas que deben de tener una consideración por 
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presentar unas necesidades especiales, tal y como se menciona en la Directiva 

29/2012 y en el Estatuto de la Víctima 4/2015. 

La sintomatología más habitual que presentan las personas que han sufrido 

alguno de estos tipos de conducta, son: ansiedad, miedo a la revictimización, 

aislamiento, pérdida de confianza, reducción en los niveles de bienestar, 

insomnio, niveles elevados de depresión que pueden llegar a tener ideas de 

suicidio a partir de la experiencia vivida (Aguilar, 2015). 

El fiscal Aguilar, en 2015, añade también que, aparte de estos daños físicos, 

psíquicos y emocionales, la victimización puede alcanzar una dimensión social, 

en los que la víctima puede experimentar procesos de pérdida y deterioro de la 

identidad personal en su contexto doméstico y de vecindad. 

Añadimos también otras respuestas emocionales habituales en las víctimas de 

delitos de agresiones físicas o de tipo sexual, como rabia, impotencia, tristeza o 

depresión. Esta sintomatología puede llevar a que la víctima presente 

alteraciones en su vida cotidiana, con cambios de comportamiento y conductas 

de evitación, como: cambio de escuela, de domicilio, disminuir la participación 

en actividades lúdicas, deportivas, sociales, por citar algunos ejemplos. 

La experiencia de ser víctima tiene un gran impacto en el estado mental de las 

personas con una discapacidad psíquica o cognitiva, que incide directamente 

en su vida cotidiana y en la relación con las personas de su entorno. Emergen 

sentimientos de indefensión y de pérdida de confianza que dificultan la 

comunicación y pedir ayuda, como apunta el fiscal Aguilar en el Manual 

publicado en 2015 y reseñado en la bibliografía. 

Frente a este tipo de sintomatología, pensamos que es importante y prioritario 

que la víctima se sienta apoyada por su entorno. 

Respecto a la prevención de la victimización secundaria, debemos decir que 

esta ha sido uno de los objetivos, entre otros, de la Directiva Europea de 2012, 

cuando dispone la atención especial a las víctimas afectadas por un delito 

motivado por perjuicios o por motivos de discriminación. En una parte de su 

texto, en el art. 22.3.: “[…] violencia en las relaciones personales, violencia o 
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explotación sexual y delitos por motivos de odio, así como las víctimas con 

discapacidad”. 

Destaca también, por parte del Estatuto español de la víctima del delito, de 27 

de abril de 2015 –como adaptación al derecho interno de la Directiva– el papel 

fundamental de las evaluaciones individuales de las víctimas en función de la 

gravedad del delito y del grado del daño sufrido. Esta individualización implica 

la detección de las necesidades, la receptividad de los informes técnicos, y que 

la decisión tomada finalmente ofrezca la protección de estas personas. 

En estos tipos de delitos, objeto de nuestro estudio, toma especialmente 

protagonismo la victimización terciaria que pueden experimentar los familiares 

o personas cercanas –algunos de los colectivos afectados por estos 

comportamientos son especialmente sensibles a este tipo de victimización–. 

2.4.1.2. Víctima de riesgo 

Las personas con discapacidad física o sensorial y/o psíquica o 

cognitiva --especialmente este segundo grupo– y la población inmigrante –por 

los factores de estrés propios del hecho migratorio– son dos colectivos donde 

se ha apreciado más riesgo de victimización, según la investigación 

criminológica y como ya hemos apuntado anteriormente. En menor medida se 

sitúan las personas que pertenecen a ciertas minorías étnicas o religiosas, así 

como la población homosexual masculina en determinados ámbitos, donde 

situamos el escolar (Aguilar, 2015).  

2.4.2. Infractor 

Siguiendo con los datos que nos aporta el estudio del Ministerio del Interior 

español de 2015, en esta misma franja de menores de edad, donde ellos y 

ellas se convierten en agresores y responsables de este tipo de conducta, se 

sitúan 60 casos (57 chicos y 3 chicas). Un dato interesante es que, en la franja 

de edad superior –de 18 a 25 años–, el número de los agresores se duplica a 

una cifra de 132 responsables (116 chicos y 16 chicas) y, por el contrario, las 

victimizaciones que corresponden se sitúan en 172 (109 hombres y 63 

mujeres). Por nacionalidades, en el grupo de menores de edad, los españoles 
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ocupan el 90 %, del 10 % de extranjeros destaca el 6,7 % procedentes de 

Marruecos. Las tipologías penales en el grupo menores de edad destacan en el 

grupo de chicos, por este orden: las lesiones, los tratos degradantes en el 

ámbito de la discriminación y las agresiones sexuales en ámbitos de “racismo y 

xenofobia”, “discapacidad” e “ideología”. En el grupo de chicas, las lesiones en 

el ámbito de la “ideología”. 

Así, se nos sitúa una franja de edad que corresponde a un colectivo donde está 

la escuela con protagonismo para garantizar su protección. La cifra real podría 

ser mayor si tenemos en cuenta que este informe nos habla de datos oficiales 

que corresponden a hechos denunciados y visibilizados. 

La escuela es un punto de referencia para la educación de toda la comunidad, 

no solo un lugar donde se enseñe la tolerancia, sino también un lugar donde se 

practique. Desarrolla también un papel fundamental en la protección frente a 

cualquier forma de violencia contra los niños y las niñas. 

De los diferentes estudios revisados y la consulta en la literatura no se 

desprenden unos perfiles determinados y específicos. Con los datos que 

podamos obtener del trabajo empírico, pretendemos apoyar esta hipótesis con 

la que partimos de que no hay unos perfiles determinados al respecto. 

2.4.3. Indicadores para el análisis de los casos 

Hemos considerado de interés incluir los indicadores que nos ayudarán en el 

análisis de los casos que estudiaremos en el trabajo de campo, a partir de la 

literatura en torno al tema. Aparte de los datos descriptivos que hemos 

mencionado en los perfiles de víctima e infractor, y donde, insistimos, la 

variable sexo y/o género de la víctima es de importancia cuando se trata y 

aborda el conocimiento sobre esta temática objeto del actual estudio. 

Mencionar, para iniciar la exposición de este apartado, los factores o 

indicadores que enumera la Organización para la Seguridad y Cooperación en 

Europa (OSCE-ODIHR), en relación con la determinación de la motivación 

(Aguilar, 2015): 
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a) La percepción o sentimiento por parte de la víctima de que el motivo de 

la acción que ha sufrido pueda ser consecuencia de un comportamiento 

de tipo racista o xenófobo (de acuerdo con el Tribunal Europeo de 

Derechos Humanos, en sentencias de 4 de marzo de 2008, 31 de marzo 

de 2010 y 4 de marzo de 2011). La pertenencia de la víctima a un 

colectivo o grupos minoritarios por motivos étnicos, raciales, religiosos, 

de orientación o identidad sexual, discapacidad, etc. 

b) Discriminación por asociación: cuando la víctima es elegida de manera 

intencional por ser un activista en solidaridad con el colectivo o grupo 

minoritarios o bien pueda encontrarse en compañía de algunos de los 

miembros de este grupo vulnerable. 

c) Expresiones o comentarios racistas, xenófobos o homófobos que 

prolifera el autor o autores al cometer la conducta. 

d) Los tatuajes o la ropa del infractor/es que pueden ser informados 

mediante fotografías en los atestados policiales. 

e) La propaganda, banderas, estandartes, carteles, etc., de carácter 

ultra --simbología del odio– que puedan ser localizados en el hogar del 

denunciado/s. 

f) Los antecedentes del autor o autores, por haber participado en hechos 

similares o bien haber sido identificado anteriormente. 

g) El lugar del hecho, si se trata de un lugar de culto, un local de ambiente 

gay, etc. 

h) La relación del autor, por una parte, con grupos o asociaciones 

caracterizadas por su odio, animadversión u hostilidad contra estos 

grupos vulnerables y, por otra, con ultras del fútbol, o también por la 

existencia de enemistad histórica entre los miembros del grupo de la 

víctima y el autor. 

i) La fecha en que se produce la conducta, si se trata de una fecha 

significativa para este grupo vulnerable o bien se da en el transcurso de 

una conmemoración. 

j) La aparente gratuidad de la acción, especialmente si se trata de una 

conducta violenta y la víctima pertenece a un colectivo minoritario de 

acuerdo a las categorías que hemos definido en apartados anteriores de 

este capítulo del estudio. 
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k) Los perfiles públicos en las redes sociales del autor de los hechos y las 

páginas web que puedan estar vinculadas o relacionadas con estos 

perfiles. Especialmente en la población adolescente que se atiende en 

justicia juvenil, esta circunstancia gana protagonismo.  

En el capítulo 4, cuando se expone la metodología, se concretan los 

indicadores objeto de análisis donde se incluyen las reseñadas en este 

apartado. 

2.5. Marco legislativo y normativo general 

A continuación pasamos a relacionar el marco jurídico que regula el abordaje 

de estos comportamientos de odio y discriminación. Distribuimos la relación en 

diferentes apartados desde un ámbito internacional, europeo, estatal, para 

acabar con el más cercano a nosotros, nuestro ámbito autonómico. 

2.5.1. En el ámbito internacional 

Debemos iniciar la relación con la Declaración Universal de los Derechos 

Humanos, de 10 de diciembre de 1948, haciendo mención explícita al 

contenido que se recoge en los artículos 1, 2 y 7 sobre los principios de 

libertad, derechos e igualdad que todo ser humano tiene contra cualquier forma 

de discriminación. 

Aparte de este texto, fuente del marco jurídico internacional, a continuación 

haremos mención en este primer apartado a la relación de textos que hemos 

considerado de interés para la temática, y que se han desplegado desde las 

Naciones Unidas. 

Hacer referencia, primero, al texto internacional principal de lucha contra la 

discriminación racial o étnica, la Convención Internacional sobre la Eliminación 

de todas las Formas de Discriminación Racial de 1965. En este tratado 

destacamos la definición de discriminación racial, la prohibición absoluta de 

discriminación, los compromisos de los Estados en la lucha de estos tipos de 

comportamientos y, por último, en la definición de aquellos comportamientos 

que deben ser punibles y las medidas a tomar. 
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En segundo lugar, el Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial 

(CERD), que es el órgano de Naciones Unidas formado por expertos 

independientes que supervisa la aplicación de la Convención Internacional 

sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial (CERD) por 

los Estados partes, entre ellos, España. Cada dos años se han de presentar 

informes sobre la forma en que se realizan los derechos. 

Referenciar también algunas Recomendaciones destacables como: 

a) Recomendación General núm. 15 de 1993, relativa al art. 14 de la 

Convención sobre Violencia Organizada basada en el Origen Étnico. Los 

Estados partes deben sancionar comportamientos como: la difusión de 

las ideas basadas en la superioridad o el odio racial, la incitación al odio 

racial, los actos de violencia contra cualquier raza o grupo de personas 

de otro color y origen étnico y, por último, la incitación a cometer los 

actos mencionados. 

b) Recomendación General núm. 26 de 2000, relativa al art. 6 de la 

Convención sobre la Protección a los Romanís. 

c) Recomendación General núm. 31 de 2005, sobre prevención de la 

discriminación racial en la administración y en el funcionamiento del 

sistema judicial penal. 

d) Recomendación General núm. 34, sobre discriminación racial contra 

personas afrodescendientes. 

e) Declaración y Programa de Acción de Durban de la Conferencia Mundial 

contra Racismo, la Discriminación Racial, la Xenofobia y las Formas 

conexas de Intolerancia de 2001 (31 de agosto - 7 de septiembre de 

2001, celebrada en Durban, Sudáfrica) y la Conferencia de Examen de 

Durban de 2009 (20-24 de abril de 2009, celebrada en Ginebra, Suiza). 

f) Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, de 16 de diciembre 

de 1966. Tratado con especial relevancia para la prohibición expresa del 

discurso del odio (art. 19, libertad de expresión, y art. 20, prohibición del 

discurso del odio). 

g) Recomendación general núm. 35. La lucha contra el discurso de odio 

racista de las Naciones Unidas. 
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Por último, los Principios de Yogyakarta sobre la aplicación de la Legislación 

Internacional de Derechos Humanos en relación con la Orientación Sexual y la 

Identidad de Género. Estos principios ocupan una amplia gama de normas y 

derechos humanos, y de su aplicación a las cuestiones relativas a la 

orientación sexual y la identidad de género. Como primer principio, el disfrute 

universal de los derechos humanos y, como segundo, los derechos a la 

igualdad y la no discriminación. 

A continuación, pasaremos a desarrollar el marco legislativo que regula el 

ámbito de los niños y de las niñas, la Infancia. 

En primer lugar, hacer mención a la Convención de las Naciones Unidas sobre 

los derechos del niño aprobada por la Asamblea General de las Naciones 

Unidas en su Resolución 44/25, de 20 de noviembre de 1989. Entrada en vigor 

el 2 de septiembre de 1990. En su art. 2.2 establece que el interés superior del 

Niño debe ser la consideración principal en todas las acciones que le 

conciernen, y prohíbe cualquier forma de discriminación: “Los Estados parte 

tomarán todas las medidas apropiadas para garantizar que el Niño se vea 

protegido contra toda forma de discriminación o castigo por causa de la 

condición, las actividades, las opiniones expresadas o las creencias de sus 

padres, o de sus tutores o de sus familiares”. 

2.5.2. En el ámbito europeo 

La organización política intergubernamental, creada en 1949, con sede en 

Estrasburgo y con el encargo de la defensa de los derechos humanos y la 

búsqueda de soluciones a temáticas como la discriminación hacia las minorías, 

la xenofobia, la intolerancia, la trata de ser humanos, la cibercriminalidad y la 

violencia hacia los niños es el Consejo de Europa. 

A continuación, pasamos a relacionar los tratados internacionales que ha 

aprobado y velan por el encargo a que hemos hecho mención en el párrafo 

anterior. 

Primero, Convenio de Roma para la Protección de los Derechos Humanos y las 

Libertades Públicas, de 4 de noviembre de 1950. Este convenio recoge, entre 
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otros, el Protocolo adicional núm. 12, específico para la prohibición de 

discriminación, con el nombre de Convenio para la Protección de los Derechos 

Humanos y de las Libertades Fundamentales. 

Segundo, Convenio sobre Cibercrimen, firmado en Budapest el 23 de 

noviembre de 2001 y ratificado por España el 20 de mayo de 2010. Contiene 

importantes mecanismos de cooperación internacional para la investigación y 

persecución cometidos en la red. Este convenio también incluye un Protocolo 

Adicional relativo a la Penalización de Actos de carácter racista y xenófobo 

cometidos mediante Sistemas Informáticos, fue firmado en Estrasburgo el 28 

de enero de 2003 y ratificado por España el 11 de noviembre de 2014. 

Tercero, Comisión Europea contra el Racismo y la Intolerancia (ECRI), fundada 

en 1993. Es un organismo del Consejo de Europa especializado en la lucha y 

control contra el racismo, la xenofobia, el antisemitismo y la intolerancia en 

Europa. Emite informes de sus investigaciones para cada país y determina las 

correspondientes recomendaciones. El último informe emitido sobre España 

por la ECRI se publica en 2011.7 

El ECRI tiene un total de quince Recomendaciones generales aprobadas que 

son de gran importancia porque son tenidas en cuenta en muchas ocasiones 

por el Tribunal Europeo de Derechos Humanos en los fundamentos jurídicos de 

sus sentencias cuando un Estado es demandado por la práctica de algún tipo 

de discriminación. De entre estas quince Recomendaciones de política general 

(RPG), destacamos las siguientes: RPG 1, Racismo; RPG 4, Percepciones 

víctimas; RPG 5, Islamofobia; RPG 6, Internet; RPG-7, Legislación eficaz; RPG 

10, Educación escolar; RPG 12, Deporte; RPG 13, Gitanos, y RPG 15, Lucha 

contra la incitación al Odio. 

7 En este informe sobre España publicado en el 2011, además de las recomendaciones en 
cuanto a la necesidad de la recogida de datos sobre actos de racismo y discriminación racial, 
recomienda también la formación de profesionales en el ámbito jurídico sobre el tema, y una 
tercera dirigida a la revisión del método de admisión de los alumnos en los centros escolares 
públicos y privados concertados, y que adopten las medidas que puedan ser necesarias para 
garantizar la distribución equitativa de los alumnos españoles, inmigrantes y gitanos en las 
diferentes escuelas. 
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En este apartado correspondiente al marco europeo, debemos destacar 

también los textos que ha desplegado sobre la temática la Unión Europea, en 

los cinco puntos siguientes, que son los que se han elaborado desde el 

Parlamento Europeo. 

Primero, la Carta de los Derechos Fundamentales, de 12 de diciembre de 

2007, aplicable a las instituciones europeas y a los países de la UE que 

adopten la legislación comunitaria. El documento otorga protagonismo al 

reconocimiento de la dignidad de la persona, y ya desde su primer artículo, que 

aborda su protección, hasta el título III, con el art. 20-26, donde regula, entre 

otros derechos, los principios de igualdad y de no discriminación. 

Segundo, las Directivas para combatir la discriminación. Referenciamos dos, la 

Directiva del Consejo 2000/43/CE, de 29 de junio de 2000 –aplicación del 

principio de igualdad de trato de las personas sea cual sea su origen–, y la 

Directiva del Consejo 2000/78/CE, de 27 de noviembre de 2000 –relativa a un 

marco general para la igualdad de trato en el trabajo y el empleo. 

Tercero, la Decisión Marco 2008/913/JAI del Consejo, relativa a la lucha contra 

determinadas formas y manifestaciones del racismo y la xenofobia mediante el 

derecho penal. La motivación racista xenófoba se considera como una 

circunstancia agravante, o bien los tribunales deberán tener competencia para 

tener en cuenta esta motivación, a la hora de determinar las sanciones penales 

aplicables. 

Cuarto, las Resoluciones del Parlamento Europeo para la lucha contra la 

discriminación: 

Á Desde la de 1993, que hace referencia al ascenso del racismo y la 

xenofobia, 

Á La de 1994, con relación a la orientación sexual y los derechos de los 

homosexuales y las lesbianas en la Comunidad Europea, y la posterior 

de 2006, que insta a los Estados miembros a tomar medidas adecuadas 

para la lucha contra la discriminación por razón de orientación sexual; 

que llevará a la Resolución de 2014 sobre la hoja de ruta de la UE 

contra la homofobia y la discriminación por motivos de orientación sexual 
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e identidad de género, que incidirá y abundará en el pleno respeto y 

ejercicio de derechos de las personas en los países de la UE 

Á Hasta las de 2007-2008-2009 sobre las necesidades de doblar 

esfuerzos para prevenir y combatir la discriminación e incrementar la 

protección contra esta.  

Quinto, Informe de la Comisión del Parlamento Europeo, emitido en Bruselas 

en 2014, para implementar la Decisión Marco 2008/913/JAI del Consejo, de 28 

de noviembre de 2008, relativa a la lucha contra el racismo y la xenofobia. Este 

informe impone a los Estados miembros la obligación de garantizar la 

punibilidad de las conductas intencionadas de este tipo. 

Por otra parte, destaca la Agencia de Derechos Fundamentales de la Unión 

Europea (FRA). La FRA es un organismo de la UE con sede en Viena, y su 

objetivo fundamental es ofrecer asistencia y asesoramiento en materia de 

derechos fundamentales a las instituciones y órganos comunitarios y a los 

Estados miembros de la UE en la aplicación del derecho comunitario. Su 

finalidad es ayudar a las instituciones, órganos y Estados miembros a respetar 

plenamente estos derechos. La agencia hace un informe anual de su actividad. 

Las conclusiones de su conferencia anual de noviembre de 2013 apuntan 

sobre investigación, agilidad en los procedimientos penales –asistencia, apoyo 

y protección a las víctimas de los delitos motivados por el odio–, promover la 

formación de profesionales en esta tarea y promover también medidas 

preventivas, por citar algunos ejemplos. Estas conclusiones fueron aprobadas 

por el Consejo de la Unión Europea un mes después. 

Fuera ya de la Unión Europea, destacamos la Oficina para las Instituciones 

Democráticas y los Derechos Humanos de la Organización para la Seguridad y 

Cooperación en Europa (ODIHR-OSCE). 

La OSCE es una Organización para la seguridad y cooperación en Europa. Fue 

creado en 1975 –acta de Helsinki– y reúne 57 Estados. De entre las 

dimensiones que desarrolla, tenemos la humana: velar por las minorías étnicas 

y tolerancia cero a la discriminación, de lo que se encarga la oficina de 

instituciones ODIHR –democracia y derechos humanos. La OSCE dispone de 
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una Oficina de Delitos de Odio con sede en Varsovia, y es la institución que ha 

dictado las principales líneas maestras de actuación de la acción europea en la 

lucha contra los delitos de odio. 

La OSCE-ODIHR ha publicado multitud de documentación sobre delitos de odio y 

discriminación. Por citar algunos ejemplos: Guía práctica para la legislación de 

delitos de odio, Guía para ONG en la prevención y respuesta de delitos de odio, 

Guía para la formación de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad en delitos de odio, 

Guía práctica sobre delitos de odio para fiscales y, por último, la Guía para la 

recopilación y registro de delitos de odio. Todas ellas se pueden consultar en la red. 

Para terminar el apartado europeo, hacer mención de estos dos últimos 

documentos de interés para la temática que plantean, situando el enfoque en la 

Ciberdelincuencia y las víctimas. 

El pasado 1 de abril de 2015 entra en vigor en España el Protocolo adicional al 

Convenio sobre Ciberdelincuencia relativo a la penalización de actos de tipo 

racista y xenófoba cometidos por medios informáticos, hecho en Estrasburgo el 

28 de enero de 2003. 

La Directiva 2012/29/UE del Parlamento Europeo y del Consejo de 25 de 

octubre de 2012, por la que se establecen normas mínimas sobre los derechos, 

el apoyo y la protección de las víctimas de delitos. Esta Directiva establece 

unas normas mínimas sobre los derechos, el apoyo y la protección de las 

víctimas de delitos. Se centra fundamentalmente en los derechos de las 

víctimas en el ámbito del proceso penal, de entre estos, destacamos: derecho a 

la información, derecho de participación, derecho a la asistencia y derechos de 

protección de las víctimas. En el preámbulo de este texto se hace alusión a las 

víctimas de delitos por odio, y afirma que tienden a sufrir una elevada tasa de 

victimización secundaria, intimidación o represalias (párrafo 57).  

2.5.3. En el ámbito estatal  

La Constitución Española de 1978 reconoce como un derecho fundamental de 

toda persona el derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia 

imagen, añadiendo que la ley debe limitar el uso de la informática para 
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garantizar el honor y la intimidad personal y familiar de los ciudadanos y el 

pleno ejercicio de sus derechos. 

Nuestro Código Penal (CP) hace mención a este tipo de delitos de odio y 

discriminación en los siguientes artículos: 

ü El art. 22.4, circunstancia genérica agravante de motivos 

discriminatorios.8 

ü El art. 170.1, amenazas a grupos determinados de personas. 

ü El art. 173, delitos contra la integridad moral: posibilidades de aplicación 

en supuestos discriminatorios. En el 173.1 recoge el tipo básico de 

atentado contra la integridad moral cometido por un particular. 

ü El art. 174.1, tortura por razones basadas en alguna forma de 

discriminación. 

ü El art. 314, delito de discriminación en el ámbito laboral. 

ü El art. 510, discurso de odio punible. Aquí, en el 510.1 encontramos uno 

de los más destacados instrumentos en la lucha contra el racismo, la 

xenofobia, la homofobia y toda discriminación por razón de ideología, 

religión o creencias, situación familiar, la pertenencia de sus miembros a 

una etnia o raza, su origen nacional, su sexo, orientación sexual, 

enfermedad o discapacidad. En el art. 510.2 encontramos la difusión de 

informaciones injuriosas. 

ü Los arts. 511 y 512, delitos de denegación discriminatoria de 

prestaciones de servicios. 

ü El art. 515.5, delito de asociación ilícita para cometer un delito 

discriminatorio. 

ü Los arts. 522 a 526, delitos que afectan a los sentimientos religiosos. 

ü El art. 607.2, difusión de ideas o doctrinas que justifican el genocidio. 

Aparte de estas tipologías, se incluirán también otras conductas que inciden en 

el principio de igualdad y que pueden incluir otros ilícitos como los delitos 

8 “Artículo 22. Son circunstancias agravantes: [...] 4.ª Cometer el delito por motivos racistas, 
antisemitas u otra clase de discriminación referente a la ideología, religión o creencias de la 
víctima, la etnia, raza o nación a la que pertenezca, su sexo, orientación o identidad sexual, 
razones de género, la enfermedad que padezca o su discapacidad.” 
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contra la vida, la integridad física, la libertad, el patrimonio o de otros bienes 

jurídicos de personas concretas y determinadas, siempre que sea por motivos 

racistas, antisemitas u otra clase de discriminación derivada de la ideología, 

religión o creencias de la víctima o bien en atención a la etnia, raza o nación a 

la que pertenece, o por su sexo, orientación sexual, enfermedad o 

discapacidad. En todos estos supuestos, la categoría de delito de odio irá 

asociada a la aplicación del agravamiento previsto en el art. 22.4 del Código 

Penal. 

En el ámbito estatal, una de las más importantes acciones ha sido la 

aprobación de la Ley Orgánica 1/2015, por la que se modifica el Código Penal 

con el artículo 510 –que se amplía en cuanto al contenido–. Este artículo es la 

base para la sanción penal por conductas racistas o xenófobas que se dan en 

España. Se tipifican dos grandes grupos de conductas: las acciones de 

incitación al odio o la violencia contra grupos o individuos por motivos racistas, 

y los actos de humillación o menosprecio, así como el enaltecimiento y la 

justificación de los delitos cometidos con una motivación discriminatoria. 

Esta reforma aporta también, por un lado, la novedad y la ampliación de 

nomenclatura: se añaden conceptos nuevos, como hostilidad, desprecio, 

humillación y descrédito a los que ya figuraban, como odio, violencia y 

discriminación. Por otra, incorpora una regulación concreta en los supuestos en 

los que los delitos se produzcan en la red, con ánimos de promover la lucha 

contra la propaganda racista y el discurso del odio en Internet. 

Con la Ley Orgánica 1/2015 amplía el catálogo de las circunstancias 

agravantes recogidas en el artículo 22.4 del Código Penal. Dentro de los delitos 

de odio, el autor debe actuar movido por motivos racistas, antisemitas u otros 

de tipo discriminatorio previstos en la tipología delictiva recogida en el Código 

Penal o bien dentro de las circunstancias agravantes modificativas de la 

responsabilidad penal. Se trata de un catálogo cerrado de motivos (ideología, 

religión o creencia, su pertenencia a una etnia o raza, su origen nacional, su 

sexo, orientación sexual, situación familiar, enfermedad). En este sentido, 

aparte de los mencionados, se introduce en 2015 la motivación por “razones de 

género”, y se sustituye el término de minusvalía por el de discapacidad. 
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Las previsiones que apunta la Directiva Europea de 2012/29 que hemos 

mencionado en el bloque legislativo internacional-europeo, se introducen en 

nuestro país con la Ley 4/2015, de 27 de abril de 2015 del Estatuto de la 

Víctima del Delito, que entra en vigor el 28 de octubre de 2015 y que, aunque 

no hace referencia explícita a las víctimas de los delitos de odio-discriminación, 

sí que hace mención a la especial protección, entre otras circunstancias 

individuales, a las víctimas que han sufrido este tipo de comportamientos 

discriminatorios. 

En el Estatuto de la Víctima se prevén, en su art. 3 (y concretados en el 

articulado de la ley), los diversos derechos que tienen las víctimas: a la 

información –arts. 5 y 7–, a la participación en el proceso penal –título II–, a la 

protección –título III–, al apoyo o asistencia –art. 10 y capítulo I del título IV– y, 

por último, al acceso a servicios de justicia restaurativa –garantías recogidas en 

el art. 15. Las víctimas, concreta este estatuto, son merecedoras de un trato 

respetuoso, profesional, individualizado y no discriminatorio desde el primer 

contacto con las autoridades y funcionarios –tanto en el ámbito procesal como 

en los servicios de asistencia y de justicia restaurativa. Se abren las 

posibilidades al contacto con la víctima después de haberse concluido el 

proceso penal, como podría ser el caso de un proceso restaurativo iniciado en 

fase de ejecución, en el caso de menores, con las posibilidades que da el 

artículo 55 de la Ley Orgánica de la Responsabilidad Penal de Menores. 

Señalar también el Real Decreto 1109/2015, de 11 de diciembre, por el que se 

desarrolla la Ley 4/2015, de 27 de abril, del Estatuto de la víctima del delito, y 

se regulan las Oficinas de Asistencia a las Víctimas del Delito. 

A nivel estatal, también en 2015, se aprobaba la Ley Orgánica 13/2015, de 

modificación de la Ley de Enjuiciamiento Criminal para el fortalecimiento de las 

garantías procesales y la regulación de las medidas de investigación 

tecnológica que faculta a los agentes a investigar la difusión en las redes 

sociales de mensajes ofensivos que incitan al odio y la violencia, o aquellas 

publicaciones en Internet con contenidos que puedan constituir delitos de odio. 
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También en el mismo 2015, se promulga la Ley 41/2015, de modificación de la 

Ley de Enjuiciamiento Criminal para la agilización de la justicia penal y el 

fortalecimiento de las garantías procesales. 

En el ámbito autonómico en España, destaca también la Ley 3/2016, de 22 de 

julio, de protección integral contra la LGTBIfobia y la Discriminación por Razón 

de Orientación e Identidad Sexual en la Comunidad de Madrid, publicada en el 

BOE de 25 de noviembre de 2016. La Ley será de aplicación a la 

Administración de la Comunidad de Madrid, a las entidades locales que la 

integran y a las entidades de derecho público o privado vinculadas o 

dependientes de las mismas, sin perjuicio de lo establecido por la legislación en 

materia de extranjería, los tratados internacionales aplicables y demás 

legislación vigente. La presente Ley también será de aplicación a cualquier 

persona física o jurídica, pública o privada, cualquiera que sea su domicilio o 

residencia, que se encuentre o actúe en el ámbito territorial de la Comunidad 

de Madrid.  

En cuanto a la Infancia y Adolescencia, debemos hacer mención de la Ley 

Orgánica 8/2015 y la Ley 26/2015, de modificación del sistema de protección 

de la infancia y adolescencia, que promueve la necesidad de garantizar la 

igualdad y la no discriminación a las víctimas menores de edad por su especial 

vulnerabilidad, que puede venir dada por la ausencia de un entorno familiar, 

sufrir maltrato, discapacidad, o también por su orientación e identidad sexual, 

condición de refugiado, solicitante de asilo o protección, pertenecer a una 

minoría étnica o cualquier característica o circunstancia relevante.  

Por un lado, hacer mención especialmente a la aprobación de la Ley Orgánica 

1/2015, modificación del Código Penal –ampliación art. 501– y, por otra –por 

citar algún ejemplo–, en el ámbito de menores se ha incluido la discriminación 

en el Plan Director para la convivencia y mejora de la seguridad escolar en los 

centros educativos y sus entornos.  

Siguiendo en el ámbito de menores, debemos hacer mención al Plan Director 

para la convivencia y mejora de la seguridad escolar en los centros educativos 

y sus entornos como tema específico a tratar en las charlas dirigidas por las 
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Fuerzas y Cuerpos de seguridad a alumnos y docentes de los centros 

escolares. 

2.5.4. En el ámbito autonómico 

En el ámbito catalán, el Estatuto de Cataluña (EAC), Ley Orgánica 6/2006, de 

19 de julio, la normativa reguladora se recoge en los arts. 40.2, 40.7 y 40.8. El 

texto menciona expresamente el derecho a la igualdad y la prohibición de 

discriminación en numerosos artículos, como el 4, Derechos y principios 

rectores; el 15, Derechos de las personas; el 18, Derechos de las personas 

mayores; el 19, Derechos de las mujeres, y el 41, Perspectiva de género. 

La Ley catalana contra la homofobia 11/2014, de 10 de octubre, aprobada por 

el Parlamento de Cataluña, quiere garantizar los derechos de lesbianas, gays, 

bisexuales, transexuales e intersexuales, y borrar comportamientos de las 

personas como la homofobia, la bifobia y la transfobia. Asimismo, la Ley 

11/2014, integrada por 39 artículos, establece, entre otros, el deber de los 

poderes públicos de proteger la integridad, la dignidad y la libertad de todas las 

personas, garantizar el respeto de la pluralidad de identidades por orientación 

afectivo-sexual, velar por la sensibilización en este ámbito, para la prevención y 

la detección de la discriminación y para la atención de las personas que sufran, 

y velar por la formación especializada y la debida capacitación de los 

profesionales. El 18 de octubre de 2017, el Gobierno catalán aprueba que los 

trabajadores de la Administración apliquen el protocolo que desarrolla para el 

abordaje de la homofobia, la bifobia y la transfobia en Cataluña. Se establecen 

los circuitos de las actuaciones que comporta el deber de intervención para que 

se pueda ejecutar con todos los órganos y agentes que intervengan en él. 

Muy reciente también es la aprobación por el Gobierno catalán, el pasado 15 

de septiembre de 2015, del Proyecto de ley para garantizar la igualdad de trato 

y la no discriminación por razón de religión o convicciones, capacidad, 

discapacidad, edad, origen racial o étnico, sexo u orientación sexual o por 

cualquier otra condición social o personal. La iniciativa legislativa pretende 

dotar a Cataluña de un marco legal que reforzará derechos y permitirá hacer 

frente con contundencia a situaciones de discriminación en cualquier ámbito. 
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De manera específica en el ámbito educativo, la Ley 11/2014 establece el 

deber de los poderes públicos de velar para que la diversidad sexual y afectiva, 

la identidad de género y los diferentes modelos de familia sean respetados en 

los diferentes ámbitos educativos, y prevé la adopción de medidas de 

concienciación y prevención de la violencia por razón de orientación sexual. 

El principio del superior interés del niño, que hemos mencionado al inicio de 

este capítulo del marco legislativo, se encuentra ampliamente reconocido y 

desarrollado por el marco normativo vigente y, en el caso de los centros 

educativos, que es donde centraremos nuestro estudio, se prevé que 

corresponde al director de los centros, tanto públicos como privados, defender 

este interés (Ley 12/2009, de 10 de julio, de educación, arts. 142 y 150). 

En el ámbito del sistema educativo, la Ley 12/2009 establece como principios 

rectores la libertad personal, el respeto y la igualdad, y la atención a la 

diversidad, y el Decreto 279/2006, que regula los derechos del alumnado, 

reconoce a los alumnos el derecho al respeto a su identidad, su integridad 

física, su intimidad y su dignidad personal (art. 11a). 

Debemos hacer mención a los “Documentos de organización y gestión para los 

centros para el curso 2016-2017”,9 dentro del bloque temático “Atención a los 

alumnos en diferentes supuestos”, donde se ha introducido un nuevo punto, 

“Atención a niños y adolescentes transgéneros o intersexuales en los centros 

educativos”, que recoge el procedimiento a seguir y las posibles actuaciones 

del centro educativo ante la comunicación por parte del padre, la madre o del 

tutor legal, o del mismo alumno en caso de que sea mayor de edad, de una 

identidad de género sentida diferente del sexo asignado al nacer, y con la 

petición de que sea tratado y llamado de acuerdo con el nombre del género con 

el que se identifica. 

Por otra parte, el respeto a la identidad de género de niños y adolescentes 

mantiene una estrecha relación con su derecho a alcanzar el máximo 

9 Se puede consultar el material en la web del Departamento de Enseñanza, en el enlace: 
http://educacio.gencat.cat/portal/page/portal/Educacio/PCentrePrivat/PCPNormativa/PCPDocu
mentsOrganitzacioGestio. 
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desarrollo posible, que reconocen tanto el art. 6 de la Convención como la Ley 

14/2010, de 27 de mayo, de los derechos y las oportunidades en la infancia y la 

adolescencia. 

 

2.6. Acciones para unas buenas prácticas 

En la red podemos encontrar recursos online donde podemos asesorarnos y 

ajustar la intervención, así como orientarnos en nuestras prácticas 

profesionales a los casos donde intervengamos, tanto con los infractores como 

con las víctimas que han sufrido estas conductas. 

Las intervenciones se pueden concretar desde un primer momento, en la fase 

de instrucción a nivel presentencial, en la fase de ejecución de la medida 

educativa o bien, una vez concluido el proceso penal, en un proceso 

restaurativo iniciado en fase de ejecución de una medida educativa, sea 

privativa de libertad o no, en los casos de medio abierto con una medida de 

libertad vigilada, por ejemplo. 

Haremos una distribución en dos bloques, el primero, que despliega los 

recursos a nivel europeo y estatal, y el segundo, que nos sitúa en el ámbito 

autonómico de Cataluña. 

2.6.1. En el ámbito europeo y estatal 

a) Campaña No Hate  

Con el lema No Hate Speech online (no al discurso de odio en la Red), el 

Consejo de Europa convoca la campaña que pretende movilizar a los 

ciudadanos, especialmente a los jóvenes, con el fin de debatir la actuación 

conjunta en defensa de los Derechos Humanos y la lucha contra cualquier 

forma de intolerancia en Internet. En España, la campaña está siendo 

promovida por el Instituto de la Juventud (INJUVE) como organismo de la 

Administración General del Estado especializado en juventud y en la promoción 

de la participación juvenil. 
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Enlace: www.nohate.es 

b) Ministerio del Interior 

En su web encontramos un apartado específico para delitos de odio, con 

información sobre qué es un delito de odio, pautas para denunciar, y 

prevención de este tipo de comportamiento. Se incluyen estadísticas y enlaces 

de interés. 

Enlace: http://www.interior.gob.es/web/servicios-al-ciudadano/delitos-de-odio 

                 

c) Ministerio de Sanidad: Servicio de Asistencia a las Víctimas de 

Discriminación por Origen Racial o Étnico 

Se nos da asesoramiento, mediación y asistencia a la hora de formular una 

denuncia, queja o reclamación por la discriminación sufrida. 

La información de las actividades y documentos la podemos localizar en el 

enlace: 

http://www.msssi.gob.es/ca/ssi/igualdadOportunidades/noDiscriminacion/home.

htm 

En marzo de 2015 se presentó el programa YOSOYTÚ, que acoge una serie 

de actividades dirigidas a la concienciación y sensibilización del público 

adolescente y joven entre 13 y 20 años, con el fin de promover la tolerancia, la 

igualdad del trato y la no discriminación, así como posibilitar la mejora del 

conocimiento y reconocimiento positivo de la diversidad como activo social. En 

el programa, con la web www.yosoytudiversidad.es, se pueden encontrar 
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